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Introducción

Le ha parecido al Departamento de Ciencias Contables, a la Carrera de Contaduría Pública y a la Especialización en Revisoría Fiscal, de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Pontificia Universidad Javeriana, organizar este evento, denominado Ética y desafíos de la Contaduría Profesional, en momentos en los cuales la profesión contable se encuentra mundialmente sacudida por los hechos y opiniones que circundan la bancarrota de grandes corporaciones inscritas en bolsa.

La gravedad de tales hechos y opiniones ha llegado a ser superlativa, por cuanto se ha afectado la confianza pública de los inversionistas. Muy seguramente las circunstancias no hubieran provocado semejante reacción si no hubiesen interceptado los terrenos de la ética.

Hablar sobre ética, o desde una perspectiva ética, es asunto muy difícil.

Hay quienes creemos que existen linderos claros entre lo bueno y lo malo. Pero al enfrentar el análisis de casos concretos no nos resulta fácil distinguir entre lo uno y lo otro.

La pluralidad cultural, expresada, entre otras cosas, en distintas creencias religiosas, en diversas concepciones del hombre y de la naturaleza, en dispares ideologías políticas y en infinidad de necesidades e intereses, nos ha llevado a postular la tolerancia de las ideas y de las actitudes de los demás como una de las condiciones básicas de la vida en sociedad.

Sin embargo, en mi sentir, la aceptación del pluralismo y la defensa de la tolerancia, han traído consigo la equivocada creencia de algunos, a cuyo tenor lo bueno y lo malo depende del juicio de cada cual.

Por otra parte, en un mundo plagado de luchas, entre ellas la competencia entre quienes ejercen una misma profesión, es fundamental crear y mantener un buen nombre de las profesiones, lo cual se logra mediante la determinación y observancia de unos valores básicos que rijan las conductas de los ejercientes.

Las profesiones necesitan de un buen nombre, porque de la existencia de éste depende que ellas sean respetadas y que los miembros de la comunidad humana acudan con confianza a ellas en busca de atención.

Desafortunadamente, como quienes pescan en río revuelto, no faltan quienes utilizan los discursos éticos con un propósito insano. Porque una cosa es buscar el perfeccionamiento de una profesión y otra pretender aniquilar los colegas competidores, haciendo gala de cierto oportunismo.

Ante el panorama descrito, conviene recordar que la Academia tiene la responsabilidad de orientar, con base en la sabiduría y en la ciencia, la opinión pública. Tiene también el deber de obrar con objetividad, de modo que sus puntos de vista constituyan juicios de referencia confiable para quienes buscan la verdad.

Mediante esta intervención yo me propongo, como el académico que intento ser, contribuir al debate necesario para el perfeccionamiento de la profesión contable. Corresponde a mis escuchas y lectores juzgar si cumplo tal propósito como es debido.

Al efecto, he escogido el tema “Crítica del sistema ético – legal de la contaduría pública colombiana”. Así, circunscribo mi intervención a un campo que he intentado estudiar por largos años, en forma tal que mis comentarios tengan como base el conocimiento más que las pasiones. 

Según Mans
, “(...) Crítica significa el examen de una cosa desde el punto de vista de su valor. (...)”. Acogemos esta definición en el intento de apartarnos de aquélla otra que identifica crítica con censura.

Características de una profesión

Para empezar conviene hacer algunas reflexiones preliminares sobre las profesiones y, más en concreto, sobre el derecho de las profesiones.

En algunos países, como en Colombia, hemos acostumbrado que las profesiones sean reconocidas y reguladas por la Ley.

Es así como, continuando con una larga tradición jurídica, en nuestra Constitución Política se dispuso:

“ART. 26— Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquéllas que impliquen un riesgo social. 

Las profesiones legalmente reconocidas pueden organizarse en colegios. La estructura interna y el funcionamiento de éstos deberán ser democráticos. La ley podrá asignarles funciones públicas y establecer los debidos controles.”

Con relación a esa disposición, la Corte Constitucional, máximo y autorizado intérprete de la Carta Fundamental, dijo
:

“(...) podemos establecer, que existe una diferencia constitucional entre profesiones y oficios, y que la regla general es que los primeros exigen una formación académica en un área del conocimiento y los segundos no. En consecuencia, el ejercicio de los segundos, —ocupaciones, artes y oficios—, es enteramente libre, salvo en actividades que implican un riesgo para la comunidad, frente a las cuales el legislador puede imponer exigencias académicas o títulos de idoneidad. Las profesiones, por el contrario, se someten por regla general a una determinación y definición legal, y a la correspondiente vigilancia que defina el legislador. Igualmente, los términos “profesional” y “profesional titulado” en virtud del análisis jurisprudencial previamente enunciado, son términos que deben considerarse independientes. Así, por profesionales en sentido lato deben entenderse aquellas personas que en virtud de sus conocimientos y experiencia, se desempeñan en una actividad determinada y profesionales titulados, aquellos que requieren necesariamente de un título profesional para desempeñar una actividad determinada. (...)”

Yo quiero subrayar la diferencia entre profesiones y profesiones tituladas, pues es necesario dejar en claro que la existencia de una profesión no depende de su reconocimiento legal. Que una profesión sea o no requerida para titularse, es cuestión que se resuelve por los órganos estatales competentes, en Colombia por el Congreso de la República, como consecuencia de un juicio político, que aconseja la regulación jurídica de la profesión por razones de protección pública.

Así las cosas, es necesario preguntarse cuáles son las características de una profesión, titulada o no. Para resolver este punto, desde la perspectiva concreta de la contaduría, nos basta referirnos a la posición asumida por la Federación Internacional de Contadores Públicos, quien en el párrafo 6 de su Código de Ética para Contadores Profesionales, emitido en noviembre de 2001, señala:

“(...) Una profesión es distinguida por ciertas características las cuales incluyen: 

· El dominio de una habilidad intelectual particular, adquirida por entrenamiento y educación; 

· La adhesión de sus miembros a un código común de valores y conducta establecido por su cuerpo administrativo, incluyendo el mantenimiento de una perspectiva que sea esencialmente objetiva; y 

· La aceptación de un deber para con la sociedad en su conjunto [normalmente a cambio de restricciones en el uso de un título o la concesión de una calificación] (...)”

Ciertamente, para que una profesión pueda considerarse como tal, entre otras cosas, es necesario que ella tenga y se adhiera a un código de conducta. Estos son, precisamente, los códigos éticos.

Resumen de los objetivos del Derecho de las Profesiones

El ejercicio de una actividad humana tiene una mayor o menor influencia sobre la vida en comunidad. Al reflexionar sobre las acciones humanas se advierte que algunas de ellas exigen la posesión de ciertos conocimientos, que no todos tienen y, por tanto, sólo algunos están realmente en capacidad de realizar debidamente tales actividades.

Esa diferencia entre los que saben y pueden hacer bien y los que no saben, trae consigo cierta situación de indefensión. Quien recurre a quien se asume que sabe, se ve en la necesidad de confiar en lo que el otro hace.

Existe, entonces, un interés público en que efectivamente los que se asumen que saben, sepan. Y en que hagan uso honesto de su saber, en beneficio de los que no saben.

La satisfacción del interés público es meta común de las más diversas disciplinas y actividades. Adviértase que en nuestra cultura el uso de la fuerza para asegurar que las conductas de las personas se ajusten a unos patrones preestipulados corresponde al Derecho.

La rama del Derecho que se ocupa de asegurar la satisfacción del interés público por parte de las ocupaciones, sean profesiones u oficios, se denomina Derecho de las Profesiones
.

La profesión contable reconoce que ella está llamada a obrar de acuerdo con y en beneficio del interés público. El párrafo 9 del Código de Ética para Contadores Profesionales de la Ifac, señala que “(...) El interés público se define como el bienestar colectivo de la comunidad de las personas e instituciones que el contador profesional sirve. (...)” 

Para cumplir su cometido, el Derecho de las Profesiones procura dos objetivos concretos:

1. Proteger los profesionales, y

2. Proteger las profesiones.

La protección de los profesionales se realiza, en primer lugar, determinando quiénes pueden ser profesionales. Es para esto que, cuando resulta necesario, se exigen títulos de idoneidad o, como en muchos países, la presentación de un examen de certificación cuya aprobación haga evidente el dominio del respectivo conocimiento.

En segundo lugar, la protección de los profesionales supone su identificación, lo cual se lleva a cabo mediante las inscripciones profesionales, las que, en ocasiones, se acreditan mediante tarjetas profesionales.

En tercer lugar, los profesionales se protegen determinando cierto ámbito de competencia, dentro del cual sólo los reconocidos como profesionales pueden actuar. Así, se prohíbe el ejercicio de las profesiones a quienes no demuestren la preparación correspondiente y, en consecuencia, no se encontrarán inscritos ni tendrán tarjeta profesional.

En la actualidad el mundo avanza en el desarrollo de instituciones que aseguren que las restricciones al ejercicio de las profesiones se funden exclusivamente en la idoneidad profesional y no en otros factores que en realidad constituyen barreras indeseables para los mercados de servicios profesionales.

Por su parte, las profesiones se protegen frente de los profesionales. Toda profesión se funda en ciertos valores fundamentales. La vida para el médico, la justicia para el abogado, la verdad para el contador. Toda profesión establece ciertas formas de obrar, que la razón y la experiencia han comprobado como adecuadas para asegurar un servicio profesional de calidad. Como ya dije, toda profesión procura construir un buen nombre, que inspire confianza de quienes recurren a ella.

La defensa de las profesiones frente a los profesionales se concreta en la formulación de códigos éticos. Estos códigos determinan en detalle los valores de la profesión y las conductas que se esperan de los profesionales.

En tanto los códigos éticos son instrumentos jurídicos, sean privados como los códigos de conducta corporativos, sean públicos como los vertidos en leyes, la violación de ellos provoca la imposición de ciertas sanciones previamente determinadas.

La investigación sobre el cumplimiento de los códigos éticos y, cuando a ello hay lugar, la imposición de las respectivas sanciones, se confían a organismos técnicos.

En Colombia se exige titulación por parte de los contadores públicos, quienes están obligados a inscribirse ante la Junta Central de Contadores, entidad que les expide una tarjeta profesional para que puedan comprobar su inscripción.

Las leyes, en especial el artículo 13 de la Ley número 43 de 1990, reservan a los contadores inscritos la realización de ciertas actividades.

La misma Ley número 43 de 1990 contiene un código ético y organiza un tribunal disciplinario denominado Junta Central de Contadores, con la función de investigar y sancionar a los contadores que violen tal código.

De tal manera que la profesión contable colombiana es claramente objeto de normas propias del Derecho de las Profesiones.

Precisiones de la jurisprudencia constitucional colombiana sobre la ética

El debate sobre la relación existente entre la moral y el derecho es bien antiguo y complejo. Muchos son los textos que pueden consultarse al respecto. Sobre este tema se ha pronunciado en varias oportunidades la Corte Constitucional colombiana. A continuación citamos algunos apartes de sus pronunciamientos, aunque sin pretender hacer un resumen completo de la posición del juez constitucional.

La Corte Constitucional reconoce que existen diferencias entre la moral y el derecho
:

“(...) Más allá de las disputas de escuelas acerca de la naturaleza del derecho, puede afirmarse con certeza que lo que caracteriza a esa forma específica de control de la conducta humana es el tener como objeto de regulación el comportamiento interferido, esto es, las acciones de una persona en la medida en que injieren en la órbita de acción de otra u otras, se entrecruzan con ella, la interfieren. Mientras esto no ocurra, es la norma moral la que evalúa la conducta del sujeto actuante (incluyendo la conducta omisiva dentro de la categoría genérica de la acción). Por eso se dice, con toda propiedad, que mientras el derecho es ad alterum, la moral es ab agenti o, de otro modo, que mientras la norma jurídica es bilateral, la moral es unilateral. En lenguaje hohfeldiano, puede afirmarse que el precepto del derecho crea siempre una situación desventajosa correlativa a una situación ventajosa. En el caso concreto, cuyo análisis importa, un deber correlativo a un derecho. La moral no conoce esta modalidad reguladora. Las obligaciones que ella impone no crean en favor de nadie la facultad de exigir la conducta debida. En eso radica su unilateralidad. No en el hecho de que no imponga deberes frente a otro, sino en la circunstancia que no confiere a éste facultad de exigir.

De allí que no haya dificultad alguna en admitir la existencia de deberes morales frente a uno mismo y menos aun cuando la moral que se profesa se halla adherida a una concepción teológica según la cual Dios es el dueño de nuestra vida, y el deber de conservarla (deber frente a uno mismo) se resuelve en un deber frente a Dios.

Pero otra cosa sucede en el campo del derecho: cuando el legislador regula mi conducta con prescindencia del otro, está transponiendo fronteras que ontológicamente le están vedadas. En otros términos: el legislador puede prescribirme la forma en que debo comportarme con otros, pero no la forma en que debo comportarme conmigo mismo, en la medida en que mi conducta no interfiere con la órbita de acción de nadie. Si de hecho lo hace, su prescripción sólo puede interpretarse de una de estas tres maneras: 1) expresa un deseo sin connotaciones normativas; 2) se asume dueño absoluto de la conducta de cada persona, aún en los aspectos que nada tienen qué ver con la conducta ajena; 3) toma en cuenta la situación de otras personas a quienes la conducta del sujeto destinatario puede afectar. (...)”

Respecto de la cuestión de si existe una moral universal o si la moral es relativa (lo que algunos denominan, en lugar de moral, ética), la Corte Constitucional argumentó
:

“(...) Algunos han sostenido que la moral es universal e inmutable, esto es, válida para todos los pueblos, en todos los tiempos. Otros, por el contrario, afirman que la moral, como todo lo social, está en relación con el espacio y el tiempo histórico, y que es relativa.

La aparente contradicción no existe si se acepta la distinción entre la moral general y la moral positiva, entendiendo la primera como aquella aceptada por todos los hombres en todas las épocas, y la segunda como la de cada pueblo en el momento particular de su devenir histórico. Dicho en otros términos: la moral es una, pero sus manifestaciones cambian en razón de la diversidad de las sociedades en el espacio y en el tiempo.

“Toda la moral consiste en este proceso de sublimación, purificación o catarsis de la conciencia individual, merced al cual ésta se reúne a lo universal, y en esto concuerdan sustancialmente todos los preceptos morales de todos los pueblos y de todas las filosofías. Concordancia que es bien notable y bien significativa, cuando se piensa que se llega a las mismas conclusiones morales partiendo de diversos criterios (por ejemplo, ateísmo o naturalismo), o usando métodos opuestos (por ejemplo, empírico o racional). No es otro el significado de la máxima evangélica: “No hagas a los demás aquello que no querrías que te hicieran a tí” (máxima que fue expresada en forma parecida por Confucio). Y la misma idea, expresada en forma filosófica más rigurosa, es la de Kant: “Obra de modo que la máxima de tu conducta pueda valer como un principio de una legislación universal””. (Filosofía del Derecho, Giorgio del Vecchio, Unión Tipográfica, Editorial Hispano-Americana, México, 1946, tomo I, pág. 591).

Hay, pues, “una moral común, genérica, que incluye todos los hombres y que constituye el mínimo indispensable para todos”. Pero cada pueblo en un momento histórico, determinado por las circunstancias sociales, económicas y culturales, tiene una moral positiva, es decir, la manifestación de la moral universal e inmutable en su propia circunstancia. Recasens Siches escribió:

“Hay valores éticos y jurídicos que se refieren a la esencia de lo humano y, por tanto, fundan normas ideales de aplicación general para todos los hombres y todas las sociedades. Pero así mismo hay otros valores que (teniendo validez también objetiva) implican en su propia materia o contenido una indicación particular a la situación de una persona, de una nación o de un momento histórico. Hay, desde luego, una moral común, genérica que incluye a todos los hombres y que constituye el mínimo indispensable para todos. Pero además de los valores que fundan esas normas generales, hay una serie de morales vocacionales y de las situaciones concretas e individuales, que no contradicen ni menoscaban aquella moral general, pero que la complementan. La actualización de los deberes concretos de cada una de esas morales vocacionales y situacionales está determinada por la presencia de los hechos de vocación o de situación congruentes. De la misma manera que hay vocaciones individuales —las cuales son el resultado de la articulación de una persona concreta con un contorno también concreto—, así mismo hay vocaciones para las colectividades... Cada situación de un proceso histórico determina la posibilidad de conocimiento y el deber de realización de tareas fundadas en valores singulares cuya ocasión quizá sea singular, intransferible y no se repite. Y así como desde el punto de vista moral podríamos decir que cada individuo tiene el deber de ser auténtico, fiel a sí mismo, fiel a su vocación, de igual manera podríamos decir que a cada época histórica y a cada pueblo le corresponde el cumplimiento de determinadas misiones; porque cada época, cada colectividad —lo mismo que cada individuo— ocupa una especial perspectiva en virtud de la cual puede y debe realizar valores singulares”. (“Estudios de Filosofía del Derecho”, Uteha, México, 1946, pág. 667).

En resumen: hay siempre una moral social, que es la que prevalece en cada pueblo en su propia circunstancia. Entendida así, la moral no es individual: lo individual es la valoración que cada uno hace de sus actos en relación con la moral social. (...)”

Por otra parte, la Corte Constitucional ha señalado que las normas morales pueden convertirse en normas jurídicas
:

“(...) Ahora bien, las reglas éticas aplicables a una determinada profesión pueden llegar a convertirse en normas jurídicas de imperativo cumplimiento. Esto ocurrió en relación con la ciencia médica, cuando una serie de preceptos de esa naturaleza fueron finalmente recogidos por la legislación vigente, a través de la Ley 23 de 1981, con el pertinente deber jurídico de acatamiento, so pena de la imposición de las correlativas sanciones por faltas a la denominada “ética médica”. De esta forma, dichos mandamientos trascendieron el reproche social y el cumplimiento como obligación moral, para convertirse en patrones de conducta exigibles en forma coercitiva y con autoridad, por organismo preestablecidos, entre ellos los denominados tribunales ético profesionales, en la forma de amonestaciones privadas, censura, suspensiones o exclusión en el ejercicio de la profesión, conformando un régimen disciplinario, sin olvidar que también su desconocimiento puede dar lugar a sanciones de carácter penal y civil. (...)”

Para la Corte Constitucional el derecho admite un juicio moral
:

“(...) Por ser la moral y el derecho órdenes sociales distintos, es posible calificar las normas jurídicas como ajustadas a la moral o contrarias a ella. Al respecto se lee en Kelsen:

“De aquí se desprende que el derecho positivo y la moral son dos órdenes normativos distintos uno del otro. Esto no significa que sea menester renunciar al postulado de que el derecho debe ser moral, puesto que, precisamente sólo considerando al orden jurídico como distinto de la moral cabe calificarlo de bueno o malo... Para que el orden moral sea distinto del orden jurídico es preciso que el contenido de las normas morales no se confunda con el de las normas jurídicas, y que no haya, por consiguiente, relación de delegación del derecho a la moral o de la moral al derecho. Gracias a esta condición resulta posible pronunciar un juicio moral sobre un orden jurídico considerado en su conjunto o sobre cualquiera de las normas que lo constituyen. Mediante este juicio puede comprobarse la conformidad u oposición entre tal norma moral y tal norma jurídica, es decir desde el punto de vista de la moral la norma jurídica es buena o mala, justa o injusta. Hay aquí un juicio de valor emitido sobre la base de una norma moral y, por consiguiente, extraño a la ciencia del derecho, puesto que no es pronunciado sobre la base de una norma jurídica”. (Ob. cit. págs. 56 y 57).

En la medida en que las normas jurídicas obedezcan a la moral general vigente, será mayor su cumplimiento. En los Estados Unidos, un profundo conocedor de los fenómenos sociales escribió:

“La causa inmediata de muchos delitos en el sector de cuello blanco es, simplemente, que ahora hay muchas leyes en los libros que no son sentidas de corazón. La gente obedece esas leyes, no porque sienta que esto es moralmente justo, sino porque tiene miedo de que la atrapen. Como “la prohibición”, los impuestos sobre la renta, las regulaciones en tiempos de guerra y los controles de precios, que existen sin el apoyo de una firme convicción moral. Es simplemente ilegal defraudarlos, pero muchas veces se considera hábil hacerlo.

Las leyes sin convicciones morales que las apoyen invitan al delito, pero lo que resulta mucho más importante, alientan el desarrollo de una actitud oportunista, amoral”. (C. Wright Mills, “Diagnóstico de nuestro malestar moral”, en “Política, poder y pueblo”, Fondo de Cultura Económica, 1964, pág. 261).

En conclusión: la moral es una realidad social diferente al derecho pero relacionada con éste. Y que, en algunos casos y dentro de ciertos límites, le sirve de sustento. (...)”

Con relación a los códigos de ética, nuestra Corte Constitucional manifestó
:

“(...) Ahora bien: en los códigos de ética profesional se consagran como faltas una serie de comportamientos que el legislador considera indeseables en el ejercicio de una profesión, y se señalan las sanciones que deben imponerse a quien incurra en tales faltas. A través de esta clase de códigos se imponen restricciones al libre ejercicio profesional, que van más allá de la exigencia de títulos de idoneidad, y de la previsión del riesgo social que comporta el ejercicio de algunas actividades (artículo 26 C.N.).

Así, teniendo en cuenta la manera en que el constituyente reguló la competencia del legislador para restringir el ejercicio de los derechos fundamentales, se ha de concluir que los códigos de ética profesional expedidos por el Congreso, sólo tienen fundamento constitucional, si hacen parte del régimen legal bajo el cual: “...las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones...”, según el artículo 26 superior.

Corolario de lo anterior, es que el legislador se extralimita en la función de desarrollar las restricciones que constitucionalmente puede imponer el ejercicio de los derechos fundamentales, cuando expide un código de ética en el que se limite cualquier derecho fundamental diferente al libre ejercicio de la profesión regulada en él. (...)”

Por otra parte la misma Corte sostuvo que la expedición de códigos éticos obligatorios está reservada a la Ley
:

“(...) En cualquier caso, es claro que la norma que limita un derecho fundamental, como lo hace por ejemplo un código de ética profesional, tiene que tener rango de ley, pues estamos en este caso frente a una de las más importantes garantías normativas del sistema de protección a los derechos fundamentales en nuestro país. Las remisiones legales a la potestad reglamentaria del ejecutivo deben entonces encuadrarse dentro de normas claras que respeten no sólo el contenido esencial de los derechos que se regulan, sino todos y cada uno de los contenidos normativos de la Constitución. La potestad reglamentaria constituye pues, un complemento de la ley, necesario para hacerla cumplir eficazmente, pero la delegación legal no se puede traducir en una transferencia inconstitucional de competencias tal que deslegalice la materia reservada. (...)”

Historia reciente de los códigos éticos de la profesión contable colombiana

Al enumerar las funciones de la Junta Central de Contadores que allí se estaba creando, el numeral 7º del artículo 36 del Decreto Legislativo número 2373 de 1956 dispuso:

“7. Elaborar y publicar, con la aprobación del Ministerio de Ecuación Nacional, un código de ética profesional para los contadores, y hacer al mismo las enmiendas y aclaraciones que fueren necesarias; (...)”

El artículo 15 de la Ley número 145 de 1960 asignó a la Junta Central de Contadores la función de:

“(...) 8. Elaborar y divulgar, previa aprobación del Ministerio de Educación, un código de ética profesional para los contadores y hacerle, llegado el caso, las enmiendas y aclaraciones que fueren necesarias; (...)”

En desarrollo de esa facultad, la Junta Central de Contadores expidió la Resolución número 111 del 23 de febrero de 1967, “Por la cual se adopta el Código de Ética Profesional para los Contadores Públicos”. Esta resolución derogó el artículo 73 de la Resolución número 003 de 1962 y la Resolución número 18 de 1959.

La mencionada resolución comprendía 43 artículos y presentaba la siguiente estructura:

	
	
	Artículos 1º a 5º

	Capítulo I
	Prohibiciones a los Contadores Públicos
	Artículos 6º a 21º

	Capítulo II
	Obligaciones de los Contadores Públicos
	Artículos 22º a 25º

	Capítulo III
	Relaciones de los Contadores Públicos con terceros
	Artículos 26º a 30º

	Capítulo IV
	Normas generales
	Artículos 31º a 37º

	Capítulo V
	Sanciones a los Contadores Públicos
	Artículos 38º a 40º

	Capítulo VI
	Procedimiento para aplicar sanciones
	Artículos 41º a 43º


La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en fallo del 24 de septiembre de 1981, del cual fue ponente el doctor Humberto Mesa González, declaró inexequible el numeral 8º del artículo 15 de la Ley número 145 de 1960, reiterando que

“(...) ante la confluencia de intereses en juego, entre el de la libertad de escoger y ejercer una profesión, de una parte, y, de otra, los de la comunidad y los gobernados de no verse afectados por el inadecuado o indebido ejercicio de aquélla, sea el legislador ordinario, o en ocasiones el extraordinario previa y debidamente facultado por aquél para hacerlo, y no la administración, el organismo garante y único competente para expedir con fuerza de ley las normas que exijan idónea formación científica académica o técnica en las actividades profesionales que por su naturaleza e importancia comprometen a la colectividad, o para dictar las disposiciones que formalicen las condiciones de otorgamiento de títulos como medio para asegurar su adecuado y controlado ejercicio, o para emitir las restrinjan o impidan el desempeño de esas actividades a quienes no cumplan los requisitos mínimos de preparación o moralidad profesional (...)”

Como consecuencia de ese fallo perdió vigencia el Código de Ética proferido mediante la Resolución número 111 de 1967 expedida por la Junta Central de Contadores.

Con posterioridad, se presentó ante el Congreso de la República el proyecto de ley 39-C de 1984 “Por la cual se adiciona la Ley 145 de 1960, reglamentaria de la profesión de Contador Público y se dictan otras disposiciones”
. Aprobado por la Cámara de Representantes se le dio traslado al Senado, en donde se le radicó con el número 236-S. En el Senado se introdujeron muchas modificaciones, al punto que lo aprobado por la Cámara difería grandemente de lo que se estaba discutiendo en el Senado. Por otra parte, se presentó proyecto de ley 20-C de 1986 “Por la cual se expide el Código de Ética Profesional para los Contadores Públicos”
 
. Así las cosas, el Congreso de la República se enfrentó a tres propuestas diferentes, encontrando que los profesionales colombianos estaban divididos respecto de la conveniencia o inconveniencia de tales iniciativas.

El proyecto de ley 20 de 1986 tuvo la siguiente estructura:

	Capítulo I
	De las relaciones de la Contaduría Pública
	Artículos 1 a 4

	Capítulo II
	Del decoro profesional
	Artículos 5 a 9

	Capítulo III
	Prohibiciones a los Contadores Públicos
	Artículos 10 a 17

	Capítulo IV
	Obligaciones de los Contadores Públicos
	Artículos 18 a 20

	Capítulo V
	Relaciones de los Contadores Públicos con terceros
	Artículos 21 a 23

	Capítulo VI
	Deberes profesionales de los Contadores Públicos asociados
	Artículos 24 a 28

	Capítulo VII
	De las incompatibilidades
	Artículos 29 a 39

	Capítulo VIII
	Sanciones
	Artículos 40 a 42

	Capítulo IX
	Del procedimiento
	Artículos 43 a 50


El senador Ernesto Samper Pizano logró que varias de las fracciones en que se encontraba dividida la profesión, acordaran por consenso un único texto, el cual se presentó con la firma del Colegio Colombiano de Contadores Públicos, la Sociedad Colombiana de Contadores Públicos, la Asociación Colombiana de Facultades de Contaduría Pública, Arthur Andersen & Cía. Colombia, Price Waterhouse y Deloitte, Hasking & Sells
.

Aunque algunos contadores manifestaron un fuerte desacuerdo con el mencionado consenso, es evidente que sin él la profesión contable habría permanecido sin una ley que la regulara.

Lo cierto es que, luego de casi seis años de trámite y de sortear una acusación por inconstitucional, que la Corte Suprema de Justicia resolvió mediante sentencia adoptada el 27 de septiembre de 1990, se expidió la Ley número 43 de 1990, que se publicó en el Diario Oficial el 13 de diciembre de ese año. Terminó así el período de nueve años durante el cual la profesión contable careció de un código de ética legal.

Son muchas las sentencias de los tribunales colombianos que se han referido a la Ley número 43 de 1990. En adición a la sentencia del 27 de septiembre de 1990, aludida, destacamos la Sentencia número C-538 del 23 de octubre de 1997 de la Sala Plena de la Corte Constitucional, de la cual fue ponente el doctor Eduardo Cifuentes Muñoz, en la cual la Corte se pronunció sobre el artículo 9 de la citada ley y la Sentencia número C-530 del 10 mayo de 2000 de la misma sala y corporación, mediante la cual la Corte falló respecto de los artículos 4º, 5º, 6º, parágrafo artículo 7º, 8-3, parágrafo artículo 10, 16, 17 (parcial), 19 (parcial), 20-3 y parágrafo, 21 (parcial), 23-1, 25 (2-3-4-5); 26 (parcial), 28, 33 (2-4), 37 (parcial), 45, 52, 53 y 73.

La Ley número 43 de 1990 presenta la siguiente estructura:

	Capítulo Primero
	
	De la profesión de Contador Público
	Artículos 1 a 7

	Capítulo Segundo
	
	Del ejercicio de la profesión
	Artículos 8 a 13

	Capítulo Tercero
	Título Primero
	De la vigilancia y dirección de la profesión
	Artículo 14

	
	Título Segundo
	Junta Central de Contadores
	Artículos 15 a 28

	
	Título Tercero
	Del Consejo Técnico de la Contaduría Pública
	Artículos 29 a 34

	Capítulo Cuarto
	Título Primero
	Código de Ética Profesional
	Artículos 35 a 40

	
	Título Segundo
	De las relaciones del Contador Público con los usuarios de sus servicios
	Artículos 41 a 51

	
	Título Tercero
	De la publicidad
	Artículos 52 a 53

	
	Título Cuarto
	Relaciones del Contador Público con sus colegas
	Artículos 54 a 62

	
	Título Quinto
	El secreto profesional o confidencialidad
	Artículos 63 a 67

	
	Títulos Sexto
	De las relaciones del Contador Público con la sociedad y el estado
	Artículos 68 a 71

	
	Título Séptimo
	
	Artículos 72 a 75


Comentarios sobre la manera como fue dividida la Ley número 43 de 1990

El artículo 43 del ya muy olvidado Código de Régimen Político y Municipal dice:

“Artículo 43– Los códigos o leyes generales, para arreglar una o más materias, se dividirán en libros; estos, en títulos; los títulos en capítulos, y estos últimos, en artículos.

Con todo, se omitirá la división en libros, y aún la de títulos y capítulos, cuando la naturaleza de la materia no los requiera.

Los apartes de un mismo artículo se llamarán incisos, menos los que estén enumerados, los cuales se distinguen por su número y hacen parte del inciso que les precede.”

Como se puede observar en la estructura que se incluyó en las páginas precedentes, la Ley número 43 de 1990 no fue dividida como lo dispone el citado código. En la mencionada Ley número 43 los títulos se denominaron capítulos y los capítulos títulos.

Esa incorrecta división no tendría mayor trascendencia, de no ser por la necesidad de establecer si los artículos 41 a 71 forman o no parte del Código de Ética de la profesión contable. Esta cuestión se plantea porque el contenido de estos artículos ciertamente corresponde a la regulación propia de un código ético, más sólo al título primero del mal denominado capítulo cuarto se denominó Código de Ética Profesional.

Apartándome del tenor literal, acudiendo más bien a la historia de la ley y a una interpretación sistemática y teleológica, en mi parecer el código ético de la profesión lo componen los títulos primero a sexto del capítulo cuarto.

Las diferencias de estilo y el peligro de las interpretaciones no sistemáticas del Código de Ética de los contadores colombianos

Existe una marcada diferencia de estilo entre el título primero del capítulo cuarto y los títulos segundo a sexto del mismo capítulo de la Ley número 43 de 1990.

Fácilmente se advierte que el título primero se ocupa de enunciar principios, mientras que los títulos segundo a sexto se dirigen a regular aspectos concretos del ejercicio profesional.

Nada tiene de raro ni de incorrecto que de lo general se derive lo específico. Pero en Colombia esta técnica legislativa ha corrido con muy mala suerte en manos de los intérpretes.

Resulta que en muchas ocasiones, en lugar de advertir la unidad entre lo general y lo específico, la relación de jerarquía entre aquello y esto, las normas se consideran como proposiciones individuales, aisladas, llegando a pensarse que contemplan bienes jurídicos protegidos distintos.

Así por ejemplo, no falta quien torpemente no advierte que una violación del secreto previsto en el artículo 63 de la Ley número 43 no es otra cosa que infringir el numeral 5 del artículo 37 de la misma Ley.

Los malos intérpretes, que no ven la unidad mencionada, piensan que se han cometido dos infracciones porque se han violado dos artículos.

Pero no es así. Se ha cometido una sola infracción, aunque ésta se refiera a dos disposiciones.

Si alguno le parece que esta corrección hermenéutica es fútil, mejor le fuera revisar la forma como se estructuran los cargos en muchas acusaciones que las Autoridades colombianas hacen a contadores públicos. Por cierto que la Ley número 43 de 1990 no es la única respecto de la cual se incurre en ese defecto. Es más común que él suceda respecto del Decreto reglamentario 2649 de 1993, ya que muchos funcionarios no han podido comprender la relación existente entre las normas básicas y las normas específicas que integran ese decreto.

La indebida consideración sobre la unidad de las normas trae consigo un cambio en la estimación de la pena. Para muchos juzgadores de la profesión contable, la gravedad de las conductas depende del número de disposiciones violadas. Así, en donde en lugar de ver una infracción ven varias, terminan imponiendo penas excesivas.

Sobre la concepción de la profesión que contempla el Código de Ética de la contaduría pública colombiana

Se lee en el inciso segundo del artículo 35 de la Ley número 43 de 1990:

“La contaduría pública es una profesión que tiene como fin satisfacer necesidades de la sociedad, mediante la medición, evaluación, ordenamiento, análisis e interpretación de la información financiera de las empresas o los individuos y la preparación de informes sobre la correspondiente situación financiera, sobre los cuales se basan las decisiones de los empresarios, inversionistas, acreedores, demás terceros interesados y el Estado acerca del futuro de dichos entes económicos. El contador público como depositario de la confianza pública, da fe pública cuando con su firma y número de tarjeta profesional suscribe un documento en que certifique sobre determinados hechos económicos. Esta certificación, hará parte integral de lo examinado.”

(Mediante la primera frase de este inciso se declara que la profesión contable es de interés público, pues no otra cosa significa que tenga por fin satisfacer necesidades de la sociedad. Esta idea se reitera más adelante en el mismo artículo cuando se señala:

“(...) El contador público, sea en la actividad pública o privada es un factor de activa y directa intervención en la vida de los organismos públicos y privados. Su obligación es velar por los intereses económicos de la comunidad, entendiéndose por ésta no solamente a las personas naturales o jurídicas vinculadas directamente a la empresa sino a la sociedad en general, y naturalmente, el Estado.

La conciencia moral, la aptitud profesional y la independencia mental constituye su esencia espiritual. El ejercicio de la contaduría pública implica una función social especialmente a través de la fe pública que se otorga en beneficio del orden y la seguridad en las relaciones económicas entre el Estado y los particulares, o de éstos entre sí.”

El deber de satisfacer una función social se impone a todos los habitantes del territorio. Conforme a él no es posible, ni siquiera en desarrollo del ejercicio privado de una profesión, hacer prevalecer los intereses de un cliente sobre los intereses de la comunidad humana.

(Se enumeran a continuación ciertas acciones, que aparecen complementadas en el artículo 1º del Decreto reglamentario 2649 de 1993, en el cual se dice que la contabilidad, apoyándose en los principios generalmente aceptados, 

“(...) permite identificar, medir, clasificar, registrar, interpretar, analizar, evaluar e informar, las operaciones de un ente económico, en forma clara, completa y fidedigna (...)”

Ese conjunto de acciones es lo que en otro lugar hemos denominado el subsistema intelectual de la contabilidad, por oposición al subsistema documental de la misma. Y es en esas acciones que debe radicar la experticia del contador, asunto respecto de los cuales no se puede pretender reemplazarlos por las operaciones que realicen las computadoras.

(Se precisa luego el tipo de información que preparan y difunden los contadores, indicando que se trata de información financiera. De acuerdo con el discurso que la profesión contable mundial viene pronunciando, la información financiera resulta en un campo estrecho para la actual contaduría profesional.

Sin embargo, es necesario mantener una gran precisión sobre el ámbito de acción de los contadores. Yo creo que ciertamente su función no se limita a la información financiera, pero no estoy de acuerdo con aquellos que sostienen que a los contadores corresponde preparar, difundir y asegurar todo tipo de información. Yo creo que la expresión financiera debería reemplazarse por la expresión económica, lo cual armonizaría con la naturaleza de los hechos que debe certificar (económicos) y con los intereses por los cuales debe velar (económicos).

Al precisar el tipo de información que es de competencia del contador se determina en qué clase de asuntos puede ser involucrado. Fue con base en este artículo que el Consejo de Estado declaró nulas cuatro providencias de distintas Autoridades que pretendieron que los revisores fiscales, contadores públicos, dictaminaran o certificaran asuntos propios de las ingenierías electrónica y de sistemas
. Y es con base en esa delimitación que la misma jurisprudencia ha sostenido que el contador público no es un censor legal
.

Conviene, entonces, promover una ampliación de la limitada cobertura que la Ley asigna a los contadores, pero sin llegar a invadir la esfera propia de otras profesiones, ni a generar un sistema tan abierto que haría posible responsabilizar a los contadores públicos de toda clase de cosas.

(Advierte luego la disposición en comento que la sociedad basa las decisiones futuras sobre los entes económicos en las informaciones que le suministran los contadores.

Se encuentra aquí consagrado el carácter prospectivo de la información, al cual se refiere el artículo 4º del Decreto reglamentario número 2649 de 1993, al incluir dentro de las cualidades de la información el valor predictivo.

De esta manera se consagra una función mayor para la contabilidad y los contadores que la de la simple recuperación del pasado, para encomendarle el prestar apoyo a los tomadores de decisiones a través de revelación de datos que puedan ayudar a tener una visión sobre los flujos futuros de fondos (numeral 2º del artículo 3º del Decreto reglamentario número 2649 de 1993) y sobre la evolución previsible de los entes económicos (artículo 1º de la Ley número 603 de 2000).

Esta orientación de la información y del servicio de los contadores debería animarlos a hacer más analíticos y a formular mayores juicios sobre lo que dicen las cifras, en cambio de limitarse a presentar un gran conjunto de datos tabulados, de los cuales sólo un experto puede sacar lo que conviene.

También debiera animarlos a abordar el servicio profesional de dictaminar sobre proyecciones, tal como ya sucede en otros países
.

(Posteriormente, la norma que venimos analizando se refiere a dos fenómenos muy importantes: la confianza pública en los contadores y la fe pública contable
.

No debe confundirse confianza con fe pública. La confianza pública es un hecho. La fe pública es un efecto jurídico atribuido a las manifestaciones del contador cuando se hacen respetando ciertos requisitos legales.

La confianza pública se adquiere y mantiene honrando ante el público los compromisos de integridad, objetividad y transparencia. La fe pública se produce por mandato legal “(...) en beneficio del orden y la seguridad en las relaciones económicas (...)”.

Aunque la fe pública debiera establecerse en atención a la confianza pública, bien puede suceder y sucede que la ley mantenga el efecto de la fe pública y que simultáneamente no exista confianza pública.

Sin confianza pública la profesión contable estaría destinada a desaparecer. En cambio, existen muchos contadores en el mundo cuyas manifestaciones no han sido revestidas por la Ley del efecto de la fe pública.

Que conozcamos, no existen en Colombia estudios científicos que midan la confianza pública. En los discursos de ciertos profesionales contables se sostiene que ésta no existe. Que la profesión mantiene su rol por virtud de los mandatos legales que imponen su intervención. En tanto estas manifestaciones no están basadas en estudios nos parecen muy peligrosas.

Por otra parte, no obstante los esfuerzos de la Ley número 43 de 1990 por limitar el efecto de la fe pública contable a los hechos económicos certificados con base en los libros de contabilidad, las Autoridades utilizan la fe pública como un comodín que introducen cada vez que necesitan de una prueba que no quieren o no pueden obtener directamente. En igual despropósito se incurre en muchos procesos, en los cuales los abogados introducen certificaciones expedidas por contadores con la esperanza de probar a través de ellos asuntos no contables. Al respecto la jurisprudencia ha sostenido
:

“(...) Así las cosas, como la sociedad recurrente en la declaración de renta no discriminó la naturaleza de las bonificaciones pagadas, ni probó en las etapas posteriores la calificación de ``ocasionales de mera liberalidad'' que posteriormente le dio a la partida $4'373.659, como tampoco ahora lo hace, tuvo razón el a-quo en mantener el rechazo de tal deducción por incumplimiento de la obligación de aportes con fines parafiscales.

El certificado de revisor fiscal aportado como prueba para tal efecto, es improcedente porque como anota el agente del Ministerio Público, las facultades que tiene este funcionario son de naturaleza eminentemente contable y ajenas a las de conceptuar, con autoridad legal sobre asuntos jurídicos.

El certificado del revisor fiscal en asuntos relativos a la contabilización de determinadas partidas, no puede tener más valor que el que la ley le asigna a la certificación en su condición de contador público (Ley 145/60 y Ley 9a/83), respecto a lo cual ha dicho recientemente esta Sala que:

``Tampoco puede pretenderse que tal naturaleza puede probarse con el certificado expedido por el contador público, porque las normas legales vigentes no les atribuyen a los contadores un poder absoluto en materia de pruebas, ni la calificación legal de hechos económicos ni jurídicos, sino que se limitan a los actos y actuaciones que enumera el artículo 8o de la Ley 145 de 1960, referidos a los libros de contabilidad, es decir, que allí se contabilizan sumas como descuento pero no el hecho de que realmente lo sean, y menos que dicha constancia releve a la contribuyente del cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley para aceptar fiscalmente una deducción''. (Exp. 3465, Actor: Dow Química de Colombia S. A.'', Consejera Ponente: Dra. Consuelo Sarria Olcos, fallo de septiembre 13/91).

En el caso debatido, la certificación presentada a la Administración, para probar que sobre algunos pagos la retención no es obligatoria y la calidad de ``bonificaciones ocasionales de mera liberalidad'' de otros, resulta inocua para el fin que se pretende, como quiera que no se refiere en forma estricta a los hechos consignados en la contabilidad, sino a conceptos sobre la naturaleza jurídica de algunas partidas o sobre el tratamiento tributario que les corresponde, en su concepto». (...)”

Al margen de la cuestión central que nos ocupa, conviene resaltar que según esta norma la “certificación” forma parte integrante de lo “certificado”, regla elemental para asegurar que lo certificado no circule o se haga conocer, sin al mismo tiempo revelar la certificación. Es esta la razón correcta por la cual los contadores públicos firman ciertos documentos emitidos por terceros, como los estados financieros. No se trata de asumir una responsabilidad compartida sobre ellos, sino de dejar constancia de la existencia de un pronunciamiento profesional, que es necesario sea conocido conjuntamente con lo certificado o dictaminado
. 

Trabajo a la medida y apoyo en expertos

Luego de caracterizar al contador público, la Ley número 43 de 1990 reza:

“ART. 36.—La sociedad en general y las empresas en particular son unidades económicas sometidas a variadas influencias externas, el contador público en el desarrollo de su actividad profesional deberá utilizar en cada caso los métodos de análisis y evaluación más apropiados para la situación que se presenta, dentro de los lineamientos dados por la profesión y podrá, además, recurrir a especialistas de disciplinas diferentes a la contaduría pública y a la utilización de todos los elementos que las ciencias y la técnica ponen a su disposición.”

“ART. 37.—En consecuencia, el contador público debe considerar y estudiar al usuario de sus servicios como ente económico separado que es, relacionarlo con las circunstancias particulares de su actividad, sean éstas internas o externas, con el fin de aplicar, en cada caso, las técnicas y métodos más adecuados para el tipo de ente económico y la clase de trabajo que se le ha encomendado (...)”

(La ley del contador colombiano reconoce tanto la individualidad de los entes económicos como que éstos están sometidos a influencias externas, algunas de las cuales no pueden controlar.

Del reconocimiento de la individualidad nace el imperativo de realizar trabajos “a la medida”, que reconozcan las particularidades de cada ente. En forma tal que no es viable pensar que existe un modelo, estrategia o método único de trabajo.

La realización de trabajos a la medida no se opone a la existencia de criterios generales, ni a la elaboración de estándares. La propia ley advierte que se debe actuar “(...) dentro de los lineamientos de la profesión. (...)”. Implica sí la necesidad de adaptar en caso esos criterios generales o estándares para asegurar que se actúa de la manera más “apropiada”.

Así las cosas, desde la etapa precontractual es necesario diagnosticar cada ente para poder plantear una estrategia de trabajo. En auditoria ese diagnóstico concreto y las consecuentes decisiones, deben quedar plasmadas prontamente en la documentación del trabajo, sirviendo así para justificar la naturaleza, objeto y alcance del examen.

Es común advertir criterios comunes, únicos, predeterminados, en ciertos inspectores a la hora de evaluar el trabajo de un contador público, sin considerar las particularidades del ente respectivo. Entre circulares de los Despachos y actas de visita se descubre un entendimiento de las funciones de los contadores públicos no suficientemente flexible como para admitir las consecuencias del deber de trabajar “a la medida”.

(Por otra parte, la Ley permite al contador recurrir al auxilio de especialistas de disciplinas diferentes a la contaduría pública.

La profesión contable distingue entre equipos de auditoria interdisciplinarios, expertos que trabajan para los clientes y expertos contratados por los auditores, sin que lleguen a formar parte estable de sus equipos de trabajo.

En el trasfondo de esta disposición existe la conciencia clara de que un profesional, por regla general y salvo casos excepcionales, ha adquirido y mantiene cierta preparación especializada, que no lo hace hábil para afrontar todo tipo de cuestiones.

Algunos han llegado a sostener que con el apoyo de expertos un revisor fiscal podría encargarse de examinar y dictaminar sobre cualquier asunto. Solucionan así objeciones que se formulan a modelos de auditoria omnicomprensivos.

Mas es necesario recordar que, conforme a las propias normas de auditoria que autorizan el uso de expertos, el auditor debe tener la capacidad de juzgar la idoneidad, el método y los resultados de los trabajos de experto. Pues de no ser así no existe la posibilidad técnica ni jurídica de asumir responsabilidad por una opinión que se funda materialmente en el dicho de otro experto, dicho que no se comprende ni se está en capacidad de evaluar.

Para resolver la cuestión que plantean los límites del saber del contador, las normas de auditoria han estructurado la figura de la “división de responsabilidades”, por virtud de la cual la opinión del tercero experto es expresamente mencionada en el dictamen del auditor, dejando en claro que respecto de las aserciones calificadas por el experto es éste quien asume la responsabilidad profesional respectiva.

Enunciación de los principios básicos de ética profesional de los contadores colombianos

Según el artículo 37 de la Ley número 43 de 1990, los contadores colombianos deben aplicar los métodos más apropiados,

“(...) observando en todos los casos los siguientes principios básicos de ética profesional:

1. Integridad.

2. Objetividad.

3. Independencia.

4. Responsabilidad.

5. Confidencialidad.

6. Observaciones de las disposiciones normativas.

7. Competencia y actualización profesional.

8. Difusión y colaboración.

9. Respeto entre colegas.

10. Conducta ética.

Los anteriores principios básicos deberán ser aplicados por el contador público tanto en el trabajo más sencillo como en el más complejo, sin ninguna excepción. De esta manera contribuirá al desarrollo de la contaduría pública a través de la práctica cotidiana de su profesión. Los principios de ética anteriormente enunciados son aplicables a todo contador público por el sólo hecho de serlo, sin importar la índole de su actividad o la especialidad que cultive, tanto en el ejercicio independiente o cuando actúe como funcionario o empleado de instituciones públicas o privadas, en cuanto sea compatible con sus funciones. (...)”

(Comenzando por el final del aparte trascrito, resaltamos que nuestra ley no distingue entre principios aplicables por cualquier contador y los principios aplicables por los contadores en práctica pública o los observables por los contadores empleados, como sí los hace el Código de Ética para Contadores Profesionales de la Ifac, que tiene tres partes, que citamos en su idioma original:

PART A—APPLICABLE TO ALL PROFESSIONAL ACCOUNTANTS

PART B—APPLICABLE TO PROFESSIONAL ACCOUNTANTS IN PUBLIC PRACTICE

PART C—APPLICABLE TO EMPLOYED PROFESSIONAL ACCOUNTANTS

Creemos que el establecimiento de unos principios generales y la consagración de principios específicos, resulta mucho más apropiada que la unidad planteada por la Ley colombiana. 

En su origen (véase el proyecto preparado por Antonio Rocha), se planteó distinguir clases de contadores. Pero esta diferencia desapareció en proyectos subsecuentes. Se cayó así en el inmenso error de llamar a todos los contadores, contadores públicos. Por esta razón me gusta la posición de algunos compañeros académicos que luchan por rescatar la expresión “contadores profesionales” para entrar luego a distinguir entre las diferentes modalidades de servicios.

(Mientras la ley colombiana se ocupa directamente de la enumeración de unos principios éticos, el Código de Ifac los presenta luego de establecer unos objetivos
:

“(...) 5. El Código reconoce que los objetivos de la profesión contable son trabajar con las normas más altas de profesionalismo, para lograr los niveles más altos de desempeño y generalmente satisfacer el requisito de interés público que la rodea. Estos objetivos requieren que cuatro elemento esenciales se reúnan: 

Credibilidad 

El conjunto de la sociedad requiere credibilidad en la información y en los sistemas de información. 

Profesionalismo 

Son necesarios individuos que puedan ser identificados claramente por los clientes, empleadores y otros interesados como personas profesionales en el campo de la contabilidad. 

Calidad de Servicios 

Es necesario asegurar que todos los servicios prestados por un contador profesional se llevan a cabo conforme a altos estándares de desempeño. 

Confianza 

Los usuarios de los servicios de los contadores profesionales deben poder sentirse seguros que existe cuerpo de ética profesional que gobierna la provisión de esos servicios. (...)”

Los principios ético-legales no se justifican en sí mismos. Tienen que ver con beneficios o ventajas que a través de su cumplimiento se aspira a brindar a una sociedad. Credibilidad y confianza, profesionalismo y calidad de servicios, son metas que debe lograr la observancia del sistema.

(La enumeración de los principios básicos en el Código de Ifac nos presenta los siguientes:

· Integrity

· Objectivity

· Professional Competence and Due Care

· Confidentiality

· Professional Behavior

· Technical Standards

La más extensa enumeración de la Ley colombiana podría resumirse en la lista del código internacional. Sin embargo, es claro que las normas colombianas tienen sus propios matices. Obsérvese que la independencia no aparece dentro de los principios generales, pues ella es una carga de los contadores profesionales en práctica pública.

Precisiones jurisprudenciales en torno a los principios ético-legales de la contaduría colombiana

Sobre la independencia

En nuestras leyes existen dos formas de tratamiento de la independencia: por un lado se consagra el principio y por el otro lado, mediante los instrumentos conocidos como inhabilidades y como prohibiciones, se reprimen ciertas conductas cuya ocurrencia implica falta de independencia.

Se ha debatido si el principio de independencia alcanza o aplica las personas jurídicas o solamente a las personas naturales. Respecto de este asunto la jurisprudencia colombiana sostuvo
:

“(...) La Circular 33 acusada, aunque incurre en varias imprecisiones y faltas de técnica jurídica al consagrar, por ejemplo, que las personas jurídicas contratadas para la prestación de servicios de revisoría fiscal no pueden desempeñar en la misma sociedad otro cargo, no está estableciendo prohibiciones o restricciones para el ejercicio de la revisoría fiscal por parte de las personas jurídicas, sólo está precisando que el régimen de inhabilidades y de prohibiciones que se aplica a la persona natural del contador público, también es aplicable a las personas jurídicas a través de las cuales se ejerce tal profesión. (...)”

Sobre la responsabilidad o debido cuidado y concretamente sobre el deber de no someter a riesgos a los clientes

Con relación al artículo 45 de la Ley número 43 de 1990, a cuyo tenor el contador público no expondrá al usuario de sus servicios a riesgos injustificados, la Corte Constitucional adujo
:

“(...) 16.3.1. Debe la Corte establecer si la norma acusada viola el debido proceso, en razón de que, según la apreciación del actor, dada su vaguedad e imprecisión su aplicación puede llegar a ser arbitraria.

16.3.2. Estima la Corte que la norma debe ser entendida en el sentido de que ella prescribe una regla de conducta que debe observar el contador, en el ejercicio de su actividad profesional, con respecto a un cliente o usuario de sus servicios; regla que implícitamente impone al contador el deber de ejercitar con seriedad, cuidado, responsabilidad, eficiencia, eficacia y profesionalismo las actividades que a él compete. Por lo tanto, la norma en cierto modo consagra un principio de responsabilidad cuando el contador actúe con negligencia o culpa grave, o en forma dolosa, y expone por ello al usuario a contingencias riesgosas, que son aquéllas que potencialmente puedan ser susceptibles de ocasionar perjuicios, v.gr., la no preparación de la información en medios magnéticos con destino a la DIAN y no remitirla oportunamente. Entendida con estos alcances la norma acusada se adecua a la Constitución. Será declarada exequible. (...)”

Sobre la confidencia o secreto profesional

Demandados los artículos 54 (parcial) de la Ley 6a de 1992 (incorporado como artículo 659 inciso 2º del estatuto tributario), artículo 118 (parcial) de la Ley 222 de 1995, artículo 9º (parcial) de la Ley 43 de 1990, y artículo 80 (parcial) de la Ley 190 de 1995, la Corte Constitucional falló
:

“(...) La función que se asigna a los revisores fiscales de entidades privadas que contratan con el Estado, de colaborar mediante la entrega de informes con las autoridades de control y de auditoría, se ajusta plenamente a la Constitución. La auditoría y el control de la contratación estatal no solamente corresponde a una finalidad que se ciñe a la Constitución, sino que ella se integra dentro de una función constitucional propia. La exigencia que se plantea a los revisores fiscales, en términos de la colaboración mencionada, es idónea para conseguir el fin propuesto. Se trata del órgano que dentro de la sociedad debe velar por el regular cumplimiento de las operaciones sociales y, desde luego, de los contratos suscritos por ella con el Estado. En este sentido, los informes que suministre la revisoría fiscal servirán de base para adelantar una fecunda tarea de auditoría y control de un acto que debe realizarse conforme a lo pactado y en condiciones de eficiencia y transparencia. La medida legal no sacrifica ningún bien o derecho constitucional. Si el contrato estatal denota un acto de colaboración en el que converge lo público y lo privado, la exigencia de información al órgano societario sobre aspectos relativos a la ejecución del contrato, es apenas razonable y proporcionado. El ocultamiento de información a este respecto, por el contrario, afectaría desproporcionadamente el interés público legitimo de evitar que con ocasión de la contratación estatal se defraude al erario y se quebranten los principios de eficiencia y pulcritud. En este sentido, se desconoce la función instrumental del secreto profesional cuando se pretende cobijar bajo el mismo informaciones que legítimamente puede el Estado exigir de un órgano de una sociedad con la cual ha celebrado un contrato y que son útiles para ejercer las tareas de auditoria y control. Resultaría en verdad contradictorio de una parte encontrar que la medida legal es constitucional, para luego negar su puesta en práctica considerando que la información que se reclama integra el contenido material de un secreto profesional. Allí donde se establece la conformidad constitucional de una concreta exigencia de información frente al Estado, se contrae el ámbito del secreto profesional que versa sobre los mismos, datos. (...)”

Demandado el artículo 489 del Código de Comercio, la Corte Constitucional manifestó
:

“(...) Al repasar las funciones del revisor fiscal puede advertirse que su labor no se agota en la simple asesoría o conservación de expectativas privadas. La suya es una tarea que involucra intereses que van más allá de la iniciativa particular y atañe, por tanto, a la estabilidad económica y social de la comunidad. Es pues natural que de tan importante papel se desprendan aun más importantes deberes, propios si de todo ciudadano, pero que en cabeza de los revisores de la actividad social adquieren trascendencia impar. Por eso cuando se habla de la necesidad de poner en conocimiento de las autoridades aquellos hechos que afectan el normal desenvolvimiento de la sociedad mercantil y que en muchos casos pueden violar leyes vigentes, elevamos el ya referido principio de solidaridad del nivel de colaboración y complementación de la actividad estatal, al de verdadero control de la conducta social y defensa de los derechos jurídicamente reconocidos. No se trata entonces de una carga accesoria o secundaria, eventualmente exigible a algunos agentes, sino de la renovación del compromiso colectivo de la comunidad de cooperar efectiva y realmente con el Estado y contribuir a la eficacia de las garantías reconocidas por el derecho. Se evidencia aquí una característica fundamental de la estructura de nuestro Estado, a saber, que los principios de libertad, participación, solidaridad y buena fe, que definen los textos constitucionales, han de aplicarse no sólo en el ámbito de los derechos y de lo que se espera de los demás, sino en el de los deberes, del comportamiento propio, del compromiso con la sociedad.

Es que “la información atinente a la crisis de la empresa, tiene la mayor relevancia para el Estado encargado de vigilar e inspeccionar a las sociedades mercantiles. La situación en que se coloca un ente privado al no poder materialmente cumplir con los compromisos contraídos, repercute sobre la sociedad de una manera que es ocioso ilustrar. Basta señalar el peligro que representa para los trabajadores y los acreedores, amén de las consecuencias que se derivan para la economía en general. El conocimiento que sobre las finanzas empresariales posee el revisor fiscal, le permite adentrarse en la estructura de sus pasivos y activos y en sus operaciones, de suerte que en las ocasiones y oportunidades en las que debe intervenir en la confección y presentación de los estados financieros, es apenas razonable que el legislador le imponga la obligación de advertir sobre la real capacidad de pago de la sociedad. La revisoría fiscal es un órgano de la sociedad. No puede negarse al legislador la función de regular este órgano y la de señalar sus deberes específicos, máxime cuando una abstención u omisión suyas puede producir tanto daño empresarial como daño social, o puede significar que dejen de adoptarse en tiempo oportuno las medidas que impidan este desenlace o lo hagan menos lesivo”(9).

(9) Sentencia C-538/97 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.

No puede pensarse entonces, que la existencia del secreto profesional y la confidencialidad de ciertas actuaciones sea razón suficiente para paralizar o suspender el deber constitucional que tiene todo ciudadano de colaborar con las autoridades, y que tampoco se puede crear alrededor de lo irregular, de lo ilícito, de lo torcido, una apariencia de corrección que se ampara en lo secreto. Porque de lo que se trata, se insiste, no es de la simple regulación de una actividad profesional y su manera de cumplirse (la contabilidad), con sus cargas y deberes. Estamos frente a una función —la revisoría fiscal— que trasciende la defensa de las expectativas individuales, que esta llamada a velar por intereses superiores que afectan al Estado y a la comunidad en general; que no se reduce al cumplimiento de ciertos requisitos de idoneidad técnica —como los exigidos al contador profesional para que pueda desplegar la actividad que le es propia —, sino que demanda probidad y compromiso con valores sociales que busca proteger la norma demandada al establecer ciertos mecanismos de control sobre las sociedades, y al exigir la presencia de funcionarios que vigilen el desarrollo de estas entidades.

En síntesis: una cosa es el contador que ejerce su profesión como tal, amparado (y obligado) sin duda, por el secreto profesional y otra, muy diferente, el revisor fiscal que ejerce funciones contraloras que implican el deber de denunciar conductas ilícitas o irregulares, del cual deber no puede relevarlo el hecho de que para cumplirlas cabalmente deba ser un profesional de la contabilidad. (...)”

Sobre la observancia de las disposiciones normativas

La Corte Suprema de Justicia, en fallo ya citado de 1990, había considerado inconstitucional que el Consejo Técnico de la Contaduría Pública determinara y promulgara los principios de contabilidad y las normas de auditoria.

El fallo de la Corte se circunscribió a los artículos que en ese proceso fueron demandados. Sin embargo, otros artículos, que no fueron demandados, contenían disposiciones idénticas a las que fueron entonces declaradas inexequibles. Con base en estos artículos no demandados, la Junta Central de Contadores, el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, las Superintendencias Bancaria, de Sociedades y de Valores, opinaron que los pronunciamientos del Consejo Técnico de la Contaduría Pública eran obligatorios para los contadores.

Por virtud de un proceso posterior, la Corte Constitucional reiteró la posición de la Corte Suprema de Justicia, señalando
:

“(...) 3.3.1. El problema que se plantea se reduce a determinar si el Consejo Técnico de la Contaduría puede complementar y actualizar las normas de auditoria de aceptación general. Es decir, no se cuestiona por el actor la posibilidad de que existan normas de auditoria de aceptación general las cuales efectivamente están contempladas en el artículo 7º de la Ley 43 de 1990, que no fue objeto de demanda, salvo su parágrafo.

3.3.2. En el punto anterior se analizó la constitucionalidad de los principios de contabilidad generalmente aceptados y se admitió su constitucionalidad, por las razones ya expuestas.

No obstante, la situación que se examina es bien diferente, y no se podría dar una solución al problema exactamente igual, pues como se dijo antes, de lo que se trata es de definir si el referido consejo tiene o no la mencionada atribución normativa.

3.3.3. A juicio de la Corte, es al legislador a quien le corresponde establecer o reconocer los principios de auditoria generalmente aceptados (C.P., art. 150), aun cuando ello no se opone a que ellos puedan ser establecidos, como lo advirtió la Corte en la Sentencia C-597 de 1996 respecto de los principios de contabilidad generalmente aceptados, a través de los usos reiterados, constantes y públicos. Dentro de dicha atribución naturalmente está la de complementarlos y actualizarlos.

Con todo, no es posible que el legislador pueda atribuir al Consejo Técnico de la Contaduría la aludida facultad normativa, la cual sí es posible que la pueda tener el Presidente de la República o el Contador General de la Nación, según lo autoriza la Constitución (arts. 189-11 y 354, inc. 2º).

3.3.4. Consecuente con lo anterior, resulta igualmente inconstitucional la expresión “así como las disposiciones emanadas de los organismos de inspección y vigilancia de la profesión”, es decir, de la Junta Central de Contadores y del Consejo Técnico de la Contaduría, porque en este supuesto también la ley le está atribuyendo a dichos organismos un poder normativo privativo del legislador.

3.3.5. Por las consideraciones anteriores, se declarará inexequible el parágrafo del artículo 7º; exequible el numeral 3º del artículo 8º, salvo la expresión mencionada en el numeral anterior, que se declara inexequible. Igualmente, se declara inexequible la expresión “y por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública”, contenida en el artículo 37-6 de la Ley 43 de 1990. (...)”

En cuanto a la función consagrada en el numeral 4º del artículo 33 de la Ley número 43, ibídem, según la cual corresponde al Consejo Técnico de la Contaduría Pública “Pronunciarse sobre la legislación relativa a la aplicación de los principios de contabilidad y el ejercicio de la profesión”, la Corte Constitucional señaló
:

“(...) 15.3.1. Corresponde a la Corte decidir si la facultad que se da al consejo técnico en la norma acusada es de competencia o no del legislador.

15.3.2. La Corte estima que se ajusta a la Constitución la norma acusada, porque la facultad otorgada al Consejo ha de ser entendida no como el ejercicio de una competencia normativa que, indudablemente corresponde al congreso, sino simplemente como una función dirigida a expresar opiniones, criterios o conceptos sobre la legislación relativa a los principios de la contabilidad y al ejercicio de la profesión, que naturalmente, no tienen efectos normativos vinculantes frente a terceros.

En razón de las consideraciones expuestas la norma será declarada exequible. (...)”

Sobre el comportamiento profesional y concretamente sobre la publicidad de los servicios ofrecidos por los contadores

En desarrollo de cierta idea de decoro profesional, de mesura en el comportamiento, varias leyes profesionales han consagrado normas sobre la publicidad de los servicios de los ejercientes. Al respecto la Corte Constitucional precisó
:

“(...) — En cuanto al artículo 52 observa la Corte que el aparte normativo “la publicidad debe hacerse en forma mesurada”, señala restricciones a la forma como debe hacerse la publicidad del contador, que limitan ilegítimamente la libertad de expresión, porque deja al arbitrio de quien debe juzgar disciplinariamente la conducta interpretar cuándo una publicidad es mesurada o no. Con respecto al resto de la disposición que regula el contenido mismo que deben incorporar los respectivos anuncios profesionales, la Corte considera que no se atenta contra los derechos a la autonomía y a la libertad que tiene toda persona de expresar y difundir sus pensamientos y opiniones, siempre que no se entienda que los anuncios profesionales deben fatalmente contener la información allí precisada, sino que se trata apenas de datos mínimos. Es decir, que además del nombre o razón social, domicilio, teléfono, especialidad, títulos o licencias respectivas los anuncios pueden incorporar otro tipo de información.

— Por el contrario, la norma del artículo 53 se ajusta a la Constitución, porque precisamente su finalidad esta dirigida a preservar el derecho que tiene la comunidad a recibir información exacta y veraz sobre las calidades del profesional de la contaduría que publica el anuncio profesional, sin que ello implique demeritar a los demás profesionales de la contaduría o atentar contra su honra y buen nombre.

En las condiciones anotadas se declarará exequible el artículo 52, salvo la expresión “la publicidad deberá hacerse en forma mesurada y” que se declara inexequible. Igualmente se declarará exequible el artículo 53. (...)”

Glosas sobre ciertas disposiciones del sistema ético-legal de la contaduría pública colombiana

Los límites de este escrito y del evento en el cual éste se presenta, no permiten hacer un tratado exhaustivo sobre el sistema ético-legal de la contaduría pública colombiana. Pero, además de denotar su nacimiento conflictivo y su falta de técnica en la redacción, conviene hacer unas breves glosas o precisiones sobre ciertas disposiciones. Lo que sigue ciertamente tiene más el carácter de opinión que de información. Cada cual verá como reacciona ante lo que se expresa en seguida.

(La integridad y la objetividad se consagran en todos los códigos éticos como valores o principios fundamentales de la profesión contable. Con relación a ellos debe anotarse que no pueden medirse o evaluarse anticipadamente, entre otras cosas porque no existe un patrón que permita su evaluación con certeza. Son valores cuyo cumplimiento se juzga a través de los comportamientos desplegados por los contadores, es decir que su evaluación es posterior y no previa.

Desde una perspectiva meramente positiva, una evaluación de la integridad queda librada a la cultura imperante y, finalmente, a la ideología de los evaluadores. Así lo han demostrado escuelas como la de la “jurisprudencia de intereses”.

La calificación de la objetividad de juicios profesionales es asunto muy complejo, en especial porque los dictámenes de los contadores no versan sobre asuntos exactos. Ni hay exactitud en los objetos medidos, ni en los instrumentos o procedimientos de medición, ni hay acuerdo general sobre la franja dentro de la cual algo pueda moverse o ubicarse para que se considere correcto. En la práctica la objetividad depende del cumplimiento de los estándares técnicos aplicables.

En cuanto a las normas de contabilidad debemos lamentar su diversidad e incoherencia, provocada por la multiplicidad de reguladores. También debemos lamentar el uso indebido de las reglas contables para satisfacer fines distintos de la generación de información fidedigna, tales como objetivos tributarios o de control estatal. Finalmente debemos expresar nuestra inquietud por la lenta capacidad del sistema contable para adaptarse a nuevos hechos y la gran tendencia a privilegiar la forma sobre la esencia.

Por otra parte, en un País en el cual no hay normas de auditoria, ya que el artículo 7º de la Ley 43 de 1990 es claramente insuficiente y los pronunciamientos o disposiciones del Consejo Técnico de la Contaduría Pública carecen de obligatoriedad, es muy controversial determinar cómo debiera hacer un contador su trabajo. En lo personal soy partidario de la adopción de las Normas Internacionales de Auditoria, porque considero que su carácter universal y su método de determinación, recientemente ajustado, son garantía de validez. Lo cual no se opone a la necesidad de concretar esas normas en localidades y respecto de entes económicos concretos.

La adopción de un cuerpo de estándares técnicos es muy urgente. Mientras ello no se haga continuará la controversia sobre quiénes hacen las cosas bien y quiénes las hacen mal. Esta controversia, así se vista de valores nacionales, destruye más que construir.

(La independencia es un valor indiscutible de la profesión contable. Ella es garantía de factibilidad (que no de realización) de juicios objetivos. Todo cuanto se haga lealmente por protegerla es bien venido. Pero así como vemos aquí un asunto vital, también reiteramos que no debiera permitirse ni patrocinarse que se usen las inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones como instrumentos de distribución del mercado profesional. Es amarga la experiencia que nos ha comprobado como los “pájaros le tiran a las escopetas”, porque lo que se defiende como líderes de la profesión o como representantes de sus gremios o como profesores universitarios, no se practica.

Aunque aún se trata de un camino sin acabar, creo que las discusiones en el seno de la OMC, del ALCA, de la CAN, con relación al libre mercado de los servicios profesionales y concretamente al libre mercado de los servicios contables, está decantado criterios válidos para determinar las restricciones posibles. Colombia no debe limitarse a participar en esos procesos. Es necesario practicar una más amplia pedagogía al respecto.

(Reiteradamente hemos llamado la atención sobre la injusticia e incoherencia de un sistema legal que sobrepone juicios de responsabilidad mediante el expediente de configurar diversos reguladores y supervisores. La cascada de sanciones resulta injusta. La diversidad de juicios, insegura. A estas alturas es para mí muy claro que el Estado no sabe confiar en él mismo. Cada unidad prefiere tener su propio arsenal, alegando que la especialidad de su acción y su directo interés evitan la impunidad. Para mí, en realidad, estamos presos en luchas de poder.

(Precisado debidamente el principio de confidencialidad por la jurisprudencia colombiana, queda aún mucho por recorrer en la aplicación de los regímenes de propiedad intelectual e industrial que sin duda cobijan la profesión contable y su actividad. Y queda mucho por hacer contra los atentados que, mediante amigos bien colocados o mediante estudiantes subyugados por las notas, se hacen continuamente sobre información privilegiada.

(La multiplicidad de normas de aparente distinto sentido y la pluralidad de supervisores ha convertido el principio de observancia de las disposiciones normativas en un campo amplísimo de controversia. En lugar de privilegiar la sujeción a estándares técnicos, por esta vía se ha juridificado el ejercicio de la profesión contable, a la cual se obliga repetidamente a obrar conforme al criterio de extraños y al de contadores sin el conocimiento y la experiencia necesarios. Las providencias oficiales están llenas de razonamientos lejanos de la doctrina profesional, cargadas de teoricismo y de planteamientos excesivos, irrazonables.

(La actualización profesional resulta las más de las veces impracticada. Carece la Ley de precisiones que nos permitan juzgar su cumplimiento. Pero, peor aún, la academia contable avanza muy lentamente, se deja atrapar en cuestiones operativas, se centra en pronunciamientos legales y actúa sin estar soportada en adecuada investigación. Se admiten o rechazan tesis con simples argumentos que tienen claros trasfondos económicos. Se cabalga en modas sin profundizar en sus fundamentos.

(La difusión del saber profesional es muy pobre. Poco serio se escribe. La gran mayoría de cosas o son opiniones vestidas de academia, o son resúmenes que no aportan nada nuevo. Se estimula poco a los autores y se hacen tirajes muy pequeños. Se lee sin sistema, descontextualizando el pensamiento de los autores, mediante el expediente de entresacarles frases convenientes. La literatura legal le saca grandes cuerpos de ventaja a la literatura contable.

(El respeto entre colegas está herido de muerte por las luchas profesionales. El ataque aleve que unos hacen de otros, la incitación política, la bajeza de la competencia profesional en muchas ocasiones centrada en los precios de los servicios, tiene a la gran mayoría de la profesión contable en estado de apatía o de no involucramiento. Lamento profundamente el tono de las publicaciones recientes con ocasión del día del contador público, en las cuales fueron muy claros los ataques, los reproches, los sentimientos de triunfo, que muestran claramente como estamos ante un campo de batalla y no ante una fuerza constructiva y, por qué no decirlo, redentora. Flaco servicio le hacen los medios de comunicación y las publicaciones especializadas al País con la forma en que hacen eco a la desunión profesional.

(Es hora que se hagan públicas las investigaciones que se hacen y las que se dejan de hacer. Es hora que se hagan estudios técnicos que demuestren la efectividad de los instrumentos de inspección y vigilancia. Es hora que se demuestre si luego de nueve años sin código ético, los diez años siguientes evidencian cambios significativos en las prácticas profesionales. Es hora que los evaluadores estatales de la profesión pongan sobre la mesa sus actividades personales, sus contratos, sus ingresos, sus asociaciones y sus vinculaciones políticas y económicas. Es hora que se hagan y publiquen estudios sobre la remuneración de los contadores en práctica pública y en que se expliquen las usuales disminuciones de honorarios. Es hora que se hagan públicos muchos concursos para la adjudicación de contratos de servicios profesionales.

(Necesitamos avanzar más en la separación de responsabilidades entre los empresarios, los contadores preparadores de información, lo asesores y los auditores. Debemos superar la compleja práctica de obligar a actuar en común a administradores y revisores fiscales y declinar el juzgamiento simultáneo de unos y otros.

(Debemos proteger la estabilidad de los contadores. Es necesario que se informe las causas de retiro de un auditor. Que se señale si ha habido disensos anteriores a tales determinaciones. 

(Debemos hacer viable, tranquila y expedita la dejación del cargo. Debe cesar la violencia de obligar a trabajar sin pagar. De abstenerse de nombrar reemplazos para ocultar que no hay quien quiera asumir ciertos encargos.

Manifestaciones de la jurisprudencia colombiana respecto de la Junta Central de Contadores y sobre el procedimiento disciplinario

Como anotamos en la breve reseña que hicimos del Derecho de las Profesiones, la promulgación de códigos éticos va acompañada de la instauración de tribunales disciplinarios, del establecimiento de un cuerpo de sanciones aplicables ante la violación de tales códigos y de la consagración de procedimientos de investigación y juzgamiento.

Se debe al Decreto Legislativo número 2373 de 1956 la creación de la Junta Central de Contadores como tribunal de juzgamiento ético de la profesión contable. Más recientemente, la Junta ha adquirido la función de obrar como supervisor de los contadores. Distíngase entre la vigilancia y el juzgamiento, porque si bien aquélla puede desembocar en éste no necesariamente tiene que ser así.

La Junta Central de Contadores ha transito por un gran vía crucis. Sin el respaldo decidido del Estado, ignorada en más de un decreto orgánico de la administración, con sobresaltos presupuestales, con una minúscula planta de personal, llegó a ser considerada por la Corte Suprema de Justicia como un organismo gremial.

La Corte Constitucional se pronunció así sobre su régimen
:

Vigilancia de las sociedades de contadores

“(...) La esencia de las acusaciones contra las normas en análisis, las hace consistir el demandante en la circunstancia de que la Junta Central de Contadores carece de competencia para llevar a cabo la vigilancia de las sociedades de contadores, en virtud de que dicha atribución hace parte del ámbito de competencias del Presidente de la República, quien la ejerce por intermedio de la Superintendencia de Sociedades.

Por eso encuentra el actor viciados de inconstitucionalidad el artículo 5º y el parágrafo del artículo 26 de la Ley 43 de 1990, en razón de que la primera norma le otorga a la Junta Central la vigilancia de dichas sociedades y, la otra, la autoriza para cancelar el permiso de su funcionamiento cuando se den las causales que la norma señala.

1.3.3. Debe la Corte determinar si la Junta Central de Contadores tiene competencia para vigilar y sancionar a las sociedades de contadores públicos. A ello procede así:

— En relación con la acusación contra el artículo 5º se anota:

a) Sobre las sociedades de contadores públicos, como lo advierte el Procurador General de la Nación y lo ha señalado el Consejo de Estado (Sent. mayo 8/97, exp. 4032), se dan dos formas de vigilancia, que no se oponen, ni se excluyen, porque la evalúan desde ángulos y bajo objetivos evidentemente diferentes.

En efecto, al examinar el Consejo de Estado el sentido y alcance del artículo 5º de la Ley 43 de 1990, frente a los señalamientos que hizo la sentencia de 27 de septiembre de 1990 de la Corte Suprema de Justicia, a que se ha hecho mención, destaca la compatibilidad que opera entre la vigilancia que ejerce la Junta Central de Contadores y la que cumple la Superintendencia de Sociedades sobre las sociedades de contadores públicos. Sobre el tema el Consejo de Estado expresa:

“Que no aparece la contradicción alegada, pues el mencionado artículo se refiere a la vigilancia de las sociedades de contadores por parte de la Junta Central de Contadores en aquellos aspectos relativos a la prestación de servicios en actividades relacionadas con la ciencia contable en general, de acuerdo con lo previsto en el parágrafo 1º del artículo 2º de la Ley 43 de 1990, lo cual no excluye la competencia de la Superintendencia de Sociedades en materias que tengan que ver con otros aspectos del derecho societario. Son dos órbitas distintas en las que se mueven la Junta Central de Contadores y la Superintendencia de Sociedades, las cuales en lugar de excluirse son complementarias. (...) Esa compatibilidad resulta hoy con mayor fundamento a la luz del artículo 26 de la Constitución vigente, que prevé un nuevo tipo de relaciones entre el ejercicio de las profesiones y los órganos de control”.

b) Según el artículo 20 de la Ley 43 de 1990, que debe integrarse al examen de las normas impugnadas, la Junta Central de Contadores, tiene entre otra de sus funciones, la de “ejercer la inspección y vigilancia, para garantizar que la contaduría pública sólo sea ejercida por contador público debidamente inscrito y que quienes ejerzan la profesión de contador público, lo hagan de conformidad con las normas legales...”.

La función que se le asigna por el legislador a la junta, traduce también el gran objetivo que se propone ley, que es el de ordenar, dentro de cánones éticos y técnicos, el ejercicio de la profesión de contador público, quien, al decir de la misma ley, tiene una función social y lo faculta para dar fe pública de hechos propios del ámbito de su profesión, dictaminar sobre los estados financieros y realizar las demás actividades relacionadas con la ciencia contable.

c) Ahora, el ejercicio profesional de la contaduría, según la ley, se ejercita directa y personalmente por los contadores, pero también con la participación de las “sociedades de contadores públicos”, que se crean como personas jurídicas de derecho privado, pero bajo la condición, que es lo que las caracteriza, de que su objeto social principal debe ser la prestación de los servicios propios de la contaduría pública y de las actividades relacionadas con la ciencia contable en general.

Naturalmente que si la actividad profesional de la contaduría se adelanta por medio de una sociedad, ésta, al igual que los contadores personas naturales, debe ser vigilada, para conseguir que no se desvíen los objetivos que se han demarcado, que su actividad se ajuste a los postulados éticos y técnicos recogidos en la ley, que observe las directrices que la autoridad competente imparta dentro del ámbito de sus responsabilidades, en fin, para que se logren los cometidos sociales que la ley, y seguramente los estatutos societarios, fijan como metas de toda persona dentro del modelo de un Estado social de derecho.

d) Pero al cuadro descriptivo anterior, debe adicionarse la necesidad, igualmente imperiosa, de que las sociedades de contadores públicos, como ocurre en general frente a cualquier sociedad, se le haga un seguimiento desde el punto de vista institucional, que tiene que ver con el control de su situación jurídica, financiera, de operación administrativa, etc. Que como es fácil establecerlo, no supone la vigilancia profesional, es decir, la que se refiere a la forma como dicha sociedad, en cuanto dedicada al ejercicio de la actividad contable, logra su objetivo dentro de los parámetros morales y técnicos que la profesión de la contaduría pública lo reclama.

En virtud de coexistir ese doble enfoque en materia de control sobre esta clase de sociedades, es que resulta posible que concurran dos autoridades a vigilar su operación, no sólo desde su aspecto institucional, sino profesional, cuando, a la luz del artículo 26 de la Constitución, se reconoce la necesidad de que el Estado inspeccione y vigile el ejercicio de las profesiones.

e) La Constitución admite la posibilidad de que puedan existir competencias concurrentes entre diferentes órganos (art. 113), que se encargan de cumplir con las finalidades del Estado. De ahí el principio de la colaboración armónica entre los diferentes órganos del Estado y la necesidad de que las autoridades administrativas coordinen sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado (art. 209, inc. 2º).

f) No obstante las consideraciones anteriores, la Corte precisa lo siguiente:

En resumen, la función de inspección y vigilancia de la Superintendencia de Sociedades sobre las sociedades de contadores está dirigida a verificar la información que de manera ocasional ella requiera sobre la situación jurídica, contable, económica y administrativa, y a velar por que dichas sociedades, en su formación y funcionamiento y en el desarrollo de su objeto social se ajusten a la ley y a los estatutos. Pero indudablemente, dicha inspección y vigilancia opera en sí sobre la sociedad como institución, mas no en cuanto a la actividad profesional que desarrolla, en cuanto ciertamente agrupa a profesionales de la contaduría, y que se contrae específicamente a las actividades relacionadas con la ciencia contable, como se encuentran definidas por el artículo 2º de la Ley 43 de 1990 que dice:

“Para los efectos de esta ley se entienden por actividades relacionadas con la ciencia contable en general todas aquellas que implican organización, revisión y control de contabilidades, certificaciones y dictámenes sobre estados financieros, certificaciones que se expidan con fundamento en el libro de contabilidad, revisoría fiscal, prestación de servicios de auditoría, así como todas aquellas actividades conexas con la naturaleza de la función profesional del contador público, tales como: la asesoría tributaria, la asesoría gerencial en aspectos contables y similares”.

Se justifica, por consiguiente, la vigilancia y control de la Junta Central de Contadores sobre este tipo de sociedades, en la medida en que desarrolla una actividad profesional, asimilable a la que individualmente ejerce el contador público, que está facultado para dar fe pública de hechos propios del ámbito de su profesión, aspectos en relación con los cuales no tiene ninguna injerencia la Superintendencia de Sociedades.

Por lo anterior, no resulta un despropósito la existencia de controles concurrentes entre la Superintendencia de Sociedades y la Junta Central de Contadores, pues cada uno de ellos tiene su propio objetivo y ámbito de operación. Y si eventualmente pudiere presentarse una colisión de competencias, para ello el ordenamiento jurídico cuenta con los remedios apropiados.

— La censura del actor en relación con el parágrafo del artículo 26 de la Ley 43 de 1990 se encuentra ligada a los mismos supuestos fácticos y jurídicos que estructuran el cargo contra el artículo 5º mencionado, dado que si es inconstitucional la vigilancia de las referidas sociedades por la Junta Central de Contadores, igualmente lo sería la facultad de ésta para sancionarlas.

Pues bien, con la misma lógica del demandante se puede sostener que si el control profesional de dichas sociedades es responsabilidad de la Junta Central de Contadores, también lo es la aplicación de las medidas disciplinarias que consagra la ley, pues no se concibe el ejercicio de una actividad de control y vigilancia que no apareje, como medida consecuente e indispensable de su ejercicio, la atribución de imponer las sanciones legalmente previstas, porque carecería de justificación objetiva las funciones señaladas de vigilancia y control. No puede olvidarse que la administración puede ejercer una potestad sancionadora, que constituye un complemento necesario para el ejercicio de sus funciones y la consecución de sus fines, pues como se ha dicho (2), con el ejercicio de dicha potestad se logra realizar los valores de orden jurídico institucional, que resulta de exigir el acatamiento de una disciplina cuya observancia contribuye a la realización de sus cometidos.

(2) Sentencia C-597/96, M.P. Alejandro Martínez Caballero.

No obstante lo anterior, la Corte considera necesario hacer una precisión sobre la naturaleza de la medida que puede adoptar la junta central con arreglo al parágrafo en examen, porque ciertamente la cancelación que allí se autoriza, no puede ser del “permiso de funcionamiento de la sociedad”, porque éste alude precisamente a la autorización que la superintendencia otorga a una sociedad para operar, y por lo tanto, su cancelación es una atribución de la autoridad que vigila el organismo desde el punto de vista institucional.

La cancelación, a que alude la norma recae, por consiguiente, sobre la inscripción de dicha sociedad en el registro ante la Junta Central de Contadores. Ello en razón de que si el contador requiere de la inscripción ante la Junta de Contadores para ejercer su actividad profesional (L. 43/90, art. 1º), es obvio que el desempeño profesional a través de una organización societaria requiera igualmente de una inscripción para que la sociedad pueda operar válidamente.

Analizadas materialmente las causales por las cuales pueden sancionarse a las sociedades de contadores, encuentra la Corte que ellas tipifican con exactitud y precisión las conductas que pueden dar lugar a la imposición de sanciones. Además, en el parágrafo del artículo 1º se precisa que para la aplicación de sanciones se seguirá el procedimiento establecido en el artículo 28, que se declara exequible mediante esta sentencia.

— Se observa que el actor no fundamentó la censura contra la expresión “la economía nacional”, del numeral 1º del referido artículo 26.

En razón de lo expresado, la Corte declarará exequibles, en forma condicionada, el artículo 5º, y el parágrafo 1º del artículo 26, y se declarará inhibida para decidir en relación con el numeral 1º del artículo 26. (...)”

Composición de la Junta Central de Contadores

“(...) 6.3.1. El problema planteado por el actor se reduce a cuestionar la composición de la Junta Central de Contadores, porque a su juicio, y por las razones que expone, ésta no resulta ser un órgano idóneo para cumplir sus funciones como tribunal disciplinario de la profesión, con la garantía de imparcialidad, independencia y competencia que se predica de los jueces según los artículos 29, 228 y 230 de la Constitución.

6.3.2. Observa la Corte que la mayoría de los cuestionamientos formulados por el demandante a la referida norma no constituyen técnicamente verdaderos cargos de inconstitucionalidad, sino más bien críticas a su aplicación y ejecución práctica, y conjeturas acerca de la idoneidad de la junta para realizar las labores a ella encomendadas. En otros términos, los reparos que hace el actor a la norma no resultan propiamente de lo que materialmente ella dispone, sino de posibles omisiones atribuibles a sus miembros que no permiten que puedan producir fallos ajustados al derecho.

Sin embargo, la Corte encuentra que existe un cargo de inconstitucionalidad en la afirmación del actor, en el sentido de que la composición y el funcionamiento de la junta no garantiza la imparcialidad, independencia y competencia que se deben predicar de un juez disciplinario, y que esta no puede estar conformada por suplentes, sino por miembros titulares.

6.3.3. La Junta Central de Contadores es una unidad administrativa especial que hace parte del Ministerio de Educación Nacional, y que se encuentra integrada en parte por particulares y en su mayor parte por funcionarios públicos. Se trata, en consecuencia, de un organismo de naturaleza pública al cual se le ha asignado competencia en materia disciplinaria para juzgar las faltas en que incurran los contadores y las sociedades de contadores públicos.

La circunstancia de que no todos los integrantes de la junta central sean contadores públicos no constituye un motivo de inconstitucionalidad, porque como lo señala el Procurador, la idoneidad de la junta como tribunal disciplinario, no se fundamenta a partir de las condiciones personales de cada uno de sus miembros, particularmente en lo que atañe con su especialidad profesional, sino que se predica de ella misma, considerada como órgano público competente para conocer y decidir acerca de las infracciones mencionadas.

Lo que interesa, por consiguiente, es que la junta, como órgano esté en condiciones de cumplir con las atribuciones señaladas por el legislador, y éste dentro de la libertad de configuración de la norma jurídica, de que es titular, consideró según su prudente juicio, que el órgano disciplinario mencionado debía estar integrado no solamente por contadores, sino por personas pertenecientes a otras profesiones.

Lo anterior es acorde con el artículo 26 de la Constitución, que atribuye a las autoridades competencia para inspeccionar y vigilar el ejercicio de las profesiones, con el fin de prevenir la ocurrencia de riesgos sociales; en tal virtud, para cumplir con este cometido le corresponde al legislador determinar la composición y señalar las funciones de los órganos encargados del control disciplinario, para asegurar que el ejercicio de la respectiva profesión se cumpla dentro de ciertos parámetros éticos y de eficiencia, eficacia y responsabilidad, acordes con el interés general que demanda la prevención de los aludidos riesgos.

No se requiere ser contador para juzgar las faltas disciplinarias de los contadores; otros profesionales que conformen un órgano disciplinario, pueden cumplir adecuadamente con dicha labor. Por ello, para juzgar la responsabilidad civil o penal de un médico o de un ingeniero no es necesario que el juzgador sea médico o ingeniero, aunque como es bien sabido, el juez puede contar con el auxilio de expertos para efectos de que pueda evaluar los aspectos técnicos del respectivo caso, de modo que se asegure la certeza y justicia en la decisión.

La independencia del órgano que ejerce la función disciplinaria, nada tiene que ver con la forma de su integración o con la profesión u oficio de sus miembros, pues éstas se predican de la libertad que tenga el órgano en cuanto no sea subordinado o dependiente de las partes, o interesado en la cuestión que deba resolver. Lo mismo puede decirse de la imparcialidad del órgano, pues ésta alude a la igualdad de tratamiento en la aplicación de la ley que debe dársele a los sujetos disciplinados, conforme a los artículos 13 y 209 de la Constitución.

6.3.4. El reparo hecho por el actor en el sentido de que es inconstitucional que la junta pueda integrarse con suplentes, carece de fundamento, pues nada se opone a que el legislador haya previsto que ante la posible ausencia de los miembros principales puedan actuar los suplentes, con el fin de asegurar la eficaz y oportuna operatividad del órgano. Por lo demás, idéntica competencia tienen los miembros principales, como los suplentes cuando actúan en defecto de éstos para decidir sobre los asuntos de competencia de la junta, en razón de que así lo ha determinado el legislador.

Por las razones señaladas, la Corte declarará la exequibilidad de la disposición acusada. (...)”

“(...) 7.3.3. Quienes ejercen una profesión reconocida por la ley pueden organizarse a través de asociaciones profesionales (C.P., art. 38), o de colegios, cuya estructura interna y funcionamiento deben ser democráticos (C.P., art. 26).

La norma del inciso 1º del artículo 17 de la Ley 40 de 1990 establece una restricción para que los contadores puedan acceder al ejercicio de funciones públicas, como miembros de la Junta Central de Contadores.

7.3.4. Según la Constitución es un derecho fundamental de toda persona el de acceder al desempeño de funciones y cargos públicos (art. 40-7). Por lo tanto, debe la Corte analizar si se justifica constitucionalmente la restricción contendida en la mencionada disposición, en la medida en que el derecho a acceder a dichas funciones depende de una elección que se hace por delegados de las agremiaciones de contadores.

A juicio de la Corte, se justifica plenamente que los representantes de los contadores en la junta se escojan mediante elección que realizan los delegados de las agremiaciones en asamblea, como se indica en el numeral 2º del artículo 17 y siempre que exista el quórum para deliberar y decidir, exigido por la ley, porque esta es una fórmula diseñada por el legislador para racionalizar el proceso de elección de los miembros de los contadores en la junta, que no resulta desproporcionado ni irrazonable en relación con la finalidad perseguida. De no existir tal mecanismo sería prácticamente imposible, o por lo menos en extremo difícil, reunir una asamblea de todos los contadores inscritos, para que procedan a la elección de los citados miembros.

En resumen, anota la Corte: el órgano que produce la elección tiene su origen o fuente precisamente en los propios contadores organizados en asociaciones o colegios, y la elección se efectúa a través de un mecanismo democrático como es la asamblea de los delegados de las respectivas agremiaciones. Ello no se opone a la Constitución en la medida en que a través de este mecanismo antes que vulnerarse se garantiza el derecho de acceso a las funciones públicas. El legislador, bien puede establecer, como lo ha hecho en este caso, ciertas restricciones razonables para que pueda asegurarse el acceso al ejercicio de funciones públicas: tales restricciones sólo serían inconstitucionales en cuanto se afectara el núcleo esencial de este derecho.

Por las razones precedentes se declararán exequibles los numerales 1º y 3º del artículo 17. (...)”

Inhabilidades de los miembros de la Junta Central de Contadores

“(...) 8.3.3. El artículo 19 en materia de causales de inhabilidad, impedimentos y recusación se remite a las normas que rigen para los funcionarios de la rama jurisdiccional del poder público.

Considera la Corte que la norma no adolece del vicio indicado y se ajusta a la Constitución, por lo siguiente:

En materia de inhabilidad hay que entender que la norma indudablemente remite al artículo 150 de la ley estatutaria de la administración de justicia. Y en cuanto a impedimentos y recusaciones también debe entenderse que la norma se remite al artículo 30 del Código Contencioso Administrativo, norma que hace parte del Libro Primero del Código Contencioso Administrativo que regula las actuaciones administrativas, si se considera que la Junta Central de Contadores, al ejercer función disciplinaria, realiza funciones administrativas. En dicho artículo se prevé causales específicas de impedimentos y de recusación y a las previstas en el Código de Procedimiento Civil.

La norma del artículo 19 será declarada exequible. (...)”

Reglamentación de la tarjeta profesional y determinación de su tarifa de expedición

“(...) 9.3.1. El cargo del actor es muy puntual, en el sentido de que se dirige a atacar la facultad de la junta para señalar la tarifa de la tasa que se causa por la expedición de la tarjeta profesional de los contadores y las certificaciones que expida la junta, porque la norma no establece el método y el sistema para definir los costos y la forma de hacer su reparto. Como el aparte acusado regula además otros temas, el examen de la Corte se contraerá únicamente al problema delimitado por el propio actor.

9.3.2. Como es sabido, en tiempo de normalidad, las contribuciones fiscales y parafiscales sólo pueden ser establecidas por las corporaciones públicas de elección popular. Pero la Constitución consagra como principio general, que para la adopción de los tributos, la ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar directamente los elementos esenciales que configuran tales cargas. Por excepción, la norma constitucional (art. 338) permite que la tarifa de las tasas y contribuciones se fije por las autoridades administrativas, pero jamás en forma discrecional, sino conforme a parámetros preestablecidos por las normas habilitantes, que para el caso de las tasas, hace relación con el diseño de una metodología que permita establecer los criterios relevantes a partir de los cuales se reconozcan los costos económicos requeridos para la prestación de servicio, y de un sistema de medición económica y social de aquellos factores que deben manejarse para repartir en forma equitativa esos costos entre los usuarios.

Tales exigencias, como es obvio entenderlo, constituyen una garantía constitucional establecida con el fin de impedir un manejo arbitrario de la potestad tributaria derivada, asignada a las autoridades administrativas, en lo relativo al señalamiento de las tarifas, pues éstas sólo pueden ejercer la respectiva competencia dentro de los límites que la norma habilitante le ha establecido. Eso no quiere decir que la referida norma deba llegar hasta el detalle en sus señalamientos para delegar la fijación de las tarifas de las tasas y contribuciones, porque de hacerlo así, no habría realmente una delegación; tampoco se requiere que ella denomine específicamente los instrumentos de delimitación de las delegaciones, acorde con las denominaciones constitucionales, sino que se establezcan pautas técnicas de valoración de los factores de costos y distribución de los mismos a cargo de los usuarios.

9.3.3. Desde la perspectiva de los señalamientos anteriores, la Corte examina en concreto la constitucionalidad de las normas acusadas así:

a) No existe reparo constitucional en cuanto a la atribución del legislador de expedir la tarjeta profesional de los contadores públicos, porque ésta es una atribución que se le puede conferir a la Junta Central de Contadores, en los términos del artículo 26 de la Constitución, que permite exigir títulos de idoneidad a los contadores, en la medida en que su actividad profesional puede generar riesgo social y es necesario asegurar la inspección y vigilancia de su ejercicio. Igual consideración merece la facultad para expedir certificaciones;

b) En lo que respecta con la posibilidad de que la junta pueda hacer la reglamentación de la tarjeta profesional, la Corte entiende que no se trata de una atribución para reglamentar la ley, ni mucho menos para establecer requisitos para el ejercicio de la profesión de contador; simplemente la norma hace alusión a la posibilidad de reglamentar aquéllos aspectos operativos o materiales relativos a la expedición de dicha tarjeta;

c) La expedición de la tarjeta, que debe ser a costa del interesado, necesariamente implica la existencia de un hecho gravable, como es el costo del servicio que presta la junta de contadores por dicha labor. Por lo tanto, la determinación del valor de la expedición de la tarjeta debe hacerse de conformidad con los términos de la ley, la cual señalará el sistema y el método para definir la recuperación de los costos de los servicios que se prestan a los usuarios o la participación de los servicios que se les proporcionan y la forma de hacer su reparto, según el artículo 338 de la Constitución, y

d) El parágrafo del artículo 20 se ajusta a la Constitución, porque no se trata propiamente de recuperar los costos de un servicio (art. 338, inc. 2º) sino simplemente de reparar un costo directo.

Con fundamento en las consideraciones anteriores, la Corte declarará exequibles los preceptos acusados, con los condicionamientos antes expresados. (...)”

Régimen de los empleados de la Junta Central de Contadores

“(...) 10.3.1. El problema se reduce a determinar si la norma en referencia, que de modo general señala que todos los empleados de la junta son de libre nombramiento y remoción, vulnera la Constitución.

10.3.2. Considera la Corte, conforme a su reiterada jurisprudencia(5) que la disposición acusada vulnera la Constitución, porque: i) la regla general según el artículo 125 es que los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera; por lo tanto, la excepción son los cargos de libre nombramiento y remoción; ii) en cada organismo o cuerpo administrativo el régimen atinente a la función pública, debe por consiguiente, determinar cuáles empleos son de carrera y cuáles son de libre nombramiento y remoción, teniendo en cuenta los criterios de la Corte en el sentido de que esta clase de cargos “no pueden ser otros que los creados de manera específica, según el catálogo de funciones del organismo correspondiente, para cumplir un papel directivo, de manejo, de conducción u orientación institucional en cuyo ejercicio se adoptan políticas o directrices fundamentales, o los que implican la necesaria confianza de quien tiene a su cargo dicho tipo de responsabilidades”(6); iii) la norma acusada no hace distinción entre quiénes son empleados de carrera y quiénes trabajadores oficiales con lo cual, se quebrantan los principios que rigen la carrera administrativa.

(5) Sentencias C-195/94, C-514/94, entre otras.

(6) Sentencia C-514/94, M.P. José Gregorio Hernández.

Por las razones expuestas, la Corte declarará inexequible la expresión “de libre nombramiento y remoción de la misma”, contendida en el artículo 21 de la Ley 43 de 1990. (...)”

Amonestación a los contadores públicos

“(...) 11.3.1. Pese a la vaguedad de la fundamentación del cargo, la Corte lo analizará bajo el criterio de que la censura del actor se refiere a la omisión en que incurre la norma al no tipificar la conducta del disciplinado que da lugar a la imposición de la sanción de amonestación.

11.3.2. A juicio de la Corte, es posible establecer que el actor no precisa el verdadero sentido material de la disposición al formular el cargo, si se tiene en cuenta que el artículo 23, efectivamente no pretende describir o tipificar las conductas disciplinables de los contadores, sino puntualizar las sanciones que puede imponer la junta central, que van desde la amonestación en caso de falta leve, pasando por las multas, la suspensión de la inscripción en el registro de contadores y la cancelación de dicho registro.

Son otras normas, como los artículos 24, 25 y 26 de la Ley 43 de 1990, las que describen y tipifican las infracciones disciplinarias de los contadores en el ejercicio de su profesión y dan lugar, en consecuencia, de las sanciones referidas.

Si la disposición acusada no tipifica la conducta, ello es consecuente con la función que cumple, porque como se ha anotado, no es ese su objetivo, de lo que es válido concluir, que para que el operador administrativo pueda imponer este tipo de sanción resulta necesario que recurra al precepto o preceptos especiales que definen la falta o faltas que dan mérito a la amonestación, o que la entidad de éstas pueda deducirse del contexto general de la normatividad que regula las conductas que constituyen faltas del servicio y las sanciones a que éstas puedan dar lugar.

En razón de lo anterior, considera la Corte que si ya las normas mencionadas (L. 43/90, arts. 24, 25 y 26) han definido las faltas que dan lugar a la imposición de multas, de suspensión de la inscripción del contador público y de la cancelación de ésta, fácil es deducir que las demás faltas deben sancionarse únicamente con amonestación.

La Corte, acorde con las consideraciones precedentes declarará exequible la norma acusada. (...)”

Suspensión de la inscripción profesional de un contador

“(...) 12.3.2. Para la Corte son constitucionales las causales de suspensión de la inscripción de un contador público, previstas en las normas acusadas. En efecto:

En cada una de ellas se describe de manera objetiva los elementos esenciales que debe contener una conducta disciplinable; está expresamente reconocido el sujeto activo de ésta, que corresponde, como es obvio, a los contadores públicos, y de igual manera se señala la sanción aplicable a éstos, cuando incurran en las conductas allí descritas, que consisten en la suspensión del registro, por el término de un año. Además, se infiere de las referidas normas, en armonía con el inciso inicial del artículo 23, el cual hay que integrar a su análisis, para deducir su exacto sentido, que la Junta Central de Contadores es la autoridad encargada de imponer la referida sanción.

En cuanto a la causal del numeral 2º que se refiere a la violación de las normas de ética profesional, se observa que es claro que las normas generales de la ética rigen para todas las profesiones “…y su cumplimiento no debe estimarse como una indebida injerencia en el fuero interno de las personas, con menoscabo de su moral personal, como lo ha advertido la Corte"(7). Por lo demás, la determinación de esas normas se puede establecer fácilmente del mismo contexto normativo de la ley, como también de los usos reiterados y públicos que registra el ejercicio de la actividad profesional de contador.

(7) Sentencia C-152/93. M.P. Carlos Gaviria Díaz.

En lo que respecta a las restantes causales, que consideran reprobables las conductas del contador que actúe en el ejercicio de su profesión “... con manifiesto quebrantamiento de las normas de auditoría generalmente aceptadas” o, desconociendo “flagrantemente las normas jurídicas vigentes”, observa la Corte que, si bien tales conductas no se sujetan a una descripción prolija y exhaustiva, no puede negarse que describen suficientemente las conductas censurables, como son las de que el contador público no puede en ejercicio de su actividad profesional violar las normas de auditoría generalmente aceptadas que reconocen el artículo 7º de la misma Ley 43 de 1990, o las regulaciones jurídicas sobre la profesión y su ejercicio, consagradas en la misma ley demandada, o en los diferentes estatutos normativos, como el financiero o el tributario, o el Código del Comercio.

No se puede negar, por consiguiente, que las normas acusadas consagran los elementos básicos de conductas sancionables, de manera que, por este aspecto, se puede concluir que ellas se adecuan al principio de la tipicidad.

No obstante lo anterior, considera la Corte que las expresiones “manifiesta” y “manifiesto”, contenidas en los numerales 2º y 3º y “flagrantemente”, incorporada en el numeral 4º, son inconstitucionales, por las siguientes razones: i) porque la violación de las normas de ética profesional debe ser sancionada independientemente de que ésta sea manifiesta, pues ello no es relevante, sino que lo importante es que se haya producido su transgresión; ii) porque, igualmente, el quebrantamiento de las normas de auditoría generalmente aceptadas no requiere ser manifiesto, basta que ellas sean desconocidas, y iii) porque, por las razones antedichas, basta con el desconocimiento de las normas jurídicas vigentes sobre la manera de ejercer la profesión, sin que importe que éste sea flagrante o no.

Por lo anterior, se declararán exequibles los numerales 2º, 3º y 4º del artículo 25, salvo las expresiones “manifiesta”, “manifiesto”, “flagrantemente”, contenidas en ellos. (...)”

Procedimiento de investigación y juzgamiento

“(...) 13.3.1. El asunto a definir se remite a establecer si la norma acusada consagra un procedimiento sancionatorio, que implica o no menoscabo del derecho constitucional al debido proceso de los sujetos disciplinados.

13.3.2. La Corte considera que la norma acusada es constitucional, por las siguientes razones:

Aun cuando la norma adolece de fallas técnicas en su formulación, como lo anota el Procurador, consagra los elementos fundamentales que deben recogerse por el cuerpo de una regulación disciplinaria. Esa regulación básica o mínima, como se verá, constituye suficiente garantía del derecho de defensa del disciplinado y establece las formas propias para que la autoridad adelante una actuación disciplinaria ajustada a los principios constitucionales.

Estos elementos, como se anotó, están señalados, tanto en el texto del artículo 28 que se examina, como en otras disposiciones de la Ley 43 de 1990. En efecto, la ley hace referencia a las normas de conducta profesional que deben observar los contadores (art. 8º), precisa la autoridad pública a quien se le otorga la competencia para ejercer como autoridad disciplinaria (arts. 16, 20 y 27), tipifica las infracciones y consagra con claridad las sanciones aplicables (arts. 23, 24, 25 y 26) y, finalmente, establece un procedimiento disciplinario (art. 28), que se sujeta a las formas propias que exige el debido proceso.

13.3.3. El actor cuestiona la norma por omitir: regular una etapa de investigación previa; señalar términos para rendir informes y dictámenes; establecer la posibilidad de decretar pruebas de oficio, y determinar los requisitos del pliego de cargos. Particularmente, destaca la circunstancia de que el recurso de apelación sólo procede, para ante el Ministro de Educación, cuando el fallo impone a los infractores la suspensión o la cancelación de la inscripción en el registro de contadores de los disciplinados.

La vista fiscal también cuestiona el tratamiento señalado para el recurso de apelación, y considera que con ello se viola la igualdad al ofrecerle un tratamiento diferente a quienes son objeto de sanciones diferentes a las mencionadas.

13.3.4. La lectura integral de la ley y el examen detenido de la norma cuestionada permite concluir, que aun cuando ésta, comparada con las regulaciones de otros estatutos disciplinarios, puede presentar algunas falencias, por la circunstancia de no regular de manera minuciosa los trámites propios del proceso disciplinario que debe seguirse para juzgar las faltas en que incurran los sujetos disciplinados, ello no la hace inconstitucional, porque los vacíos del procedimiento pueden llenarse acudiendo a la integración normativa. Por consiguiente, tratándose de actuaciones administrativas disciplinarias contra sujetos privados aquéllos pueden llenarse con las normas del Código Contencioso Administrativo o en su defecto, con las normas del Código Único Disciplinario. Precisamente, se observa que el artículo 22 de la Ley 43 de 1990 dispone la integración normativa, cuando ordena que los pronunciamientos de la Junta de Contadores están sujetas a los recursos establecidos en el Código Contencioso Administrativo.

No se puede negar, por otra parte, que el tratamiento aparentemente desigual que le da la norma en examen a la apelación de los fallos de la junta, no responde a una discriminación inconstitucional, sino que tiene en cuenta la importancia misma de la decisión que se deduce de la gravedad de la falta disciplinaria que se juzga.

La cancelación o suspensión del registro de inscripción, son, a no dudarlo, medidas de especial trascendencia porque afectan radicalmente el ejercicio profesional, de manera que resulta indispensable por ello, que puedan ser revisadas por el Ministro de Educación, antes de acudirse a su control por la vía judicial.

Destacada la circunstancia anterior, no resulta extraño que, al contrario, la ley no otorgue la alzada a las decisiones con amonestación y multa, pero que de todas formas consagre la posibilidad de impugnarlas en la vía gubernativa a través de la reposición, sin perjuicio de que el disciplinado acuda al control judicial.

Por lo demás, no se puede desconocer la facultad discrecional que el constituyente otorgó al legislador para regular la doble instancia, como lo ha señalado la Corte, de manera que resulta legítima la regulación procesal donde se excepcione la apelación de ciertas decisiones, si la medida no es caprichosa, sino que responde a principios de racionalidad y proporcionalidad para lograr finalidades tales como la de agilizar los pronunciamientos judiciales o administrativos, que en el fondo son también maneras de hacer justicia, porque puede ser más injusto un pronunciamiento susceptible de apelación, pero tardío, que otro sin ese susodicho recurso, pero oportuno; sobre todo, cuando la privación de la apelación no resulta lesiva de las garantías procesales, porque la decisión de todas maneras es susceptible de reposición en la vía gubernativa, y puede cuestionarse ante el juez contencioso administrativo. Es más, la apelación puede revelarse en ciertos casos como un impedimento para acudir en forma rápida ante éste, toda vez que dicho recurso es obligatorio para agotar la vía gubernativa, no así el de reposición.

Adicionalmente y acorde con lo anterior es preciso señalar que, como el legislador puede regular con cierta libertad las formas del debido proceso, a él corresponde de manera autónoma determinar cuales son los recursos que en un momento dado son procedentes para agotar la vía gubernativa. En otros términos, es el legislador el que determina hasta donde llega la referida vía; si contra el acto sólo procede la reposición o ésta y la apelación.

Concluye la Corte, en consecuencia, que la norma en análisis no viola el debido proceso y, por ello, será declarada exequible. (...)”

Glosas sobre el régimen de la Junta Central de Contadores y sobre el procedimiento disciplinario

Las que siguen son mis opiniones personales sobre el régimen de la Junta Central de Contadores y sobre el procedimiento disciplinario, que he expresado reiteradamente sin mucho éxito. Otra vez resalto que mis escuchas y lectores están llamados a formar su propio parecer.

(La Junta debería estar compuesta por funcionarios de tiempo completo y de dedicación exclusiva, sin vinculaciones activas con los gremios de la profesión.

(Para ser miembro de la Junta deberían consagrarse requisitos que garanticen la más alta calificación académica y un amplio conocimiento de las prácticas profesionales tanto nacionales como internacionales.

(Los miembros de la Junta deberían tener un período amplio, por ejemplo cinco años, pero no debieran ser reelegibles en ningún período posterior.

(La Junta debería ser el único tribunal disciplinario de la profesión contable y dedicarse exclusivamente a esta tarea. La inspección y vigilancia de la profesión debería corresponder a las Autoridades que ejercen la supervisión de los entes económicos. Otra unidad del Ejecutivo debería administrar el registro de contadores y la tarjeta profesional.

(Debe adoptarse un completo y apropiado procedimiento de investigación y juzgamiento, dejando de tomar prestado el procedimiento disciplinario de los funcionarios públicos.

(Las investigaciones y los juzgamientos de los contadores deberían ser públicos, incluyendo los casos en que no se abra investigación y aquéllos en que se cese el procedimiento.

(La Junta no debería tener la facultad de regular los ingresos con los cuales se sostiene.

(La Junta debiera estar sometida a un proceso de veeduría ciudadana.

Brevísima conclusión

Queda muy claro que hay mucho por estudiar y decidir en torno al sistema ético- legal de la profesión contable colombiana. Y que el mejoramiento del régimen ético representa hoy, sin duda, un desafío para la contaduría profesional de nuestro País.

Bogotá, 15 de abril de 2002.
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